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A los insignes integrantes del jurado 
Esta entrega de investigación jurídica-científica titulada “Ius puniendi del Estado ante el 
Principio de Oportunidad en el Ministerio Público en los delitos contra Funcionarios 
Policiales en el Distrito Judicial de Lima Norte”; se presente a vuestro conocimiento con el 
propósito de analizar los efectos del ius puniendi cuando el imputado estima acogerse a la 
oportunidad que prevé el Código Procesal Penal. 
De esta manera, al haber cumplido con el reglamento de grados y títulos de la ilustre 
Universidad César Vallejo; señalo que, este trabajo se ha organizado de la siguiente forma: En 
el contenido introductorio se desarrolla la aproximación temática en conjunto con los trabajos 
previos, tenemos el marco teórico, la formulación del problema, después la justificación del 
trabajo de investigación a través de la defensa teoría, metodológica, practica, social y jurídica 
para su conocimiento, señalamos su relevancia y su forma de contribuir a la sociedad jurídica 
nacional interesada; por último, tenemos a los supuestos u objetivos de nuestra investigación. 
En la segunda parte de la investigación, se desarrolla el método de la investigación cuyo 
enfoque es el cualitativo, acto seguido se desarrolla la descripción de los resultados obtenidos, 
la respectiva discusión y las conclusiones del trabajo; acto que nos permite entregar 
recomendaciones para la mejora en la gestión de estas actividades. Finalmente, estableceremos 
las referencias bibliográficas que permitieron llevar a cabo la investigación y los respectivos 
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La presente investigación se ha desarrollado con la finalidad de otorgar aportes relevantes 
respecto al “Ius puniendi del Estado ante el Principio de Oportunidad en el Ministerio 
Público en los delitos contra Funcionarios Policiales en el Distrito Judicial de Lima 
Norte”, conforme a la legislación procesal penal y su respectiva reglamentación para su 
aplicación, para su desarrollo se utilizó la metodología de la investigación científica, 
herramienta que permitió desarrollar aspectos importantes del trabajo en todos sus extremos. 
Por otro lado, en el presente se realizó la compilación de información jurídica relevante sobre 
el tema al tenor de lo escrito por diferentes especialistas con relación al desarrollo de las 
categorías: ius puniendi, principio de oportunidad, delito y funcionarios policiales. En cuanto 
al estudio de campo se utilizó la entrevista compuesta con diez preguntas que fueron 
respondidas por especialistas en la materia en la ciudad de Lima dentro de los distritos de 
Lima Norte. En complemento, con los supuestos jurídicos planteados se realizó la 
contrastación para llegar a las conclusiones y recomendaciones de la investigación. 
Finalmente, en la última parte de la tesis se concluye con las contribuciones que se dan como 
resultado de la investigación, cuya plenitud se alcanzó a través del debido desarrollo de la 
investigación, dándose recomendaciones que son aplicables para los hechos jurídicos que 
nos citan; adicionalmente, se hace referencia a la bibliografía y los anexos que se adjuntan 
respectivamente.  
Palabras claves: El delito, funcionarios policiales, ius puniendi¸ principio de oportunidad y 




The present investigation has been developed with the purpose of granting relevant 
contributions regarding the "Ius puniendi of the State before the Principle of 
Opportunity in the Public Prosecutor's Office in the offenses against Police Officers in 
the Judicial District of Lima Norte", according to the criminal procedure legislation and 
its respective regulations for its application, for its development the methodology of 
scientific research was used, a tool that allowed to develop important aspects of the work in 
all its extremes. On the other hand, in the present the compilation of relevant legal 
information on the subject was done according to what was written by different specialists 
in relation to the development of the categories: ius puniendi, principle of opportunity, crime 
and police officers. As for the field study, the composite interview was used with ten 
questions that were answered by specialists in the subject in the city of Lima within the 
districts of Lima Norte. In addition, with the legal assumptions raised, a comparison was 
made to arrive at the conclusions and recommendations of the investigation. Finally, the last 
part of the thesis concludes with the contributions that are given as a result of the 
investigation, whose fullness was reached through the proper development of the 
investigation, giving recommendations that are applicable to the legal facts that quote us; 
additionally, reference is made to the bibliography and the appendices that are attached 
respectively. 





1.1.APROXIMACIÓN TEMÁTICA  
Para lograr identificar el tema del presente trabajo de investigación se consideró lo expuesto 
por Bosch (2001), quien señala: “Con el hecho de que se establezca el tema de investigación, 
se resolvió el primer problema del estudio” (p. 13). Debido a que, encontrándose bien 
definidas las categorías de nuestra investigación, estaremos en la capacidad para poderlas 
desarrollar de manera adecuada dentro de la exigencia que rodea el estímulo de la 
investigación científica.  
La presente investigación se desarrolla dentro del marco social en donde se presenta una 
crisis existencial de resistencia y desobediencia de parte los ciudadanos en contra del 
ejercicio de las actividades de los funcionarios y en este asunto directo nos referimos a los 
miembros de la Policía Nacional. Como vemos cotidianamente, los grupos sociales se 
resisten y buscan evadir el ejercicio de la función de los miembros del orden público estatal, 
quienes se advocan al cumplimiento de órdenes impartidas y dentro del ejercicio legal en el 
cual se ampara su autoridad, los mismos realizan una serie de actos con la finalidad de 
disuadir la agresión social, de tal manera que ejercen una función del cumplimiento de las 
ordenes lícitas como las de control social.  
Cuando los particulares comparecen ante la autoridad competente después de haber sido 
detenidos, los mismos tienen la opción de solicitar el Principio de Oportunidad, el cual se 
celebra después de haberse realizado las coordinaciones respectivas con el Fiscal 
competente, a fin de que se le determine su situación legal por el acto ilícito cometido y 
conforme a Ley. 
De ello, concebimos que nos encontramos ante un evidente hecho de descontento y 
desconocimiento de la figura de la autoridad que ejerce el Estado peruano en contra de los 
ciudadanos que viven en el a fin de restablecer el control, la paz y la debida rutina que debe 
de mantener una sociedad organizada. Enfatizando sobre el descontento y el 
desconocimiento de la autoridad, ello figura a que la transgresión al ejercicio de la función 
resultaría ser una conducta replicable por los demás miembros de la sociedad, quedándonos 
en una situación en donde esta es una figura pintada en la pared debido a que no tendría el 
respeto que por derecho se impone a los demás. 
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Dentro de este contexto, se observa que los sujetos que se acogieron a este beneficio no han 
cumplido debidamente el acuerdo en el extremo del pago de la reparación civil, en otros 
casos, algunos vuelven a oponerse en contra de la autoridad y vuelven a aprovechar dicho 
principio para resguardar sus intereses, en contra de los agravios que producen a las personas 
y al Estado. 
La concurrencia y la falta de seriedad de parte de la autoridad para exigir la efectividad del 
Acuerdo Reparatorio derivado del Principio de Oportunidad ha generado un malestar ante 
los funcionarios públicos y en específico dentro de los miembros de la Policía, así como en 
la comunidad, puesto que, quien debería de protegernos se encuentra desprotegido al amparo 
de las mismas autoridades que no se dan abasto para hacer cumplir las obligaciones que 
celebran con la persona que se acoge al referido beneficio. 
De ello, vemos como es la posición de protección y de hacer cumplir las resoluciones de 
parte de las autoridades correspondientes, nos encontramos en una situación en donde el 
agresor se amilana a instituciones que le permiten reconocer su injusto penal; pero, después 
de ello no se fijan o exigen de que se desarrolle el debido cumplimiento a los acuerdos 
arribados con justicia y libertad de convicción del imputado.  
Tenemos pues, una situación en donde el agresor de manera deliberada reincide en resistirse 
y realizar actos de agresión en contra de quienes se encuentran en la obligación y deber de 
aminorarlos por la peligrosidad que ventilan con sus conductas irresponsables e insostenibles 
con justificación alguna dentro del Estado de Derecho que reconocemos como sociedad. 
Conferimos que dicha situación no podrá ser soportable por nuestra sociedad, debido a que 
el tratamiento distanciado o las soluciones sin resultados directos y palpables, hacen de que 
la ciudadanía se cuestiones sobre la competencia real de la autoridad para establecer las 
debidas soluciones a los conflictos nacientes.   
Esta investigación se desarrollará en el distrito judicial de Lima Norte; por ende, 
consideramos que en esta parte de la capital es en donde se ha producido mayormente este 
tipo de incidente, no se descarta que en otras partes de la república este sea un gran detonante, 
sin embargo, la cuestión en materia se dirimirá en los distritos comprendidos de Lima Norte. 
Por ello, esta investigación nace a partir de la inquietud académica que soporta la una 
cuestión elemental, que versa en el sentido de que si la autoridad del Ministerio Público no 
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puede ser capaz de velar por el debido cumplimento de las resoluciones celebradas con los 
imputados cuando se acogen al principio de oportunidad, entonces, como se puede tener 
garantía de que está funcionando correctamente el ejercicio del ius puniendi; Por tal 
situación, nos vemos en la necesidad de generar un registro de personas que incumplen los 
acuerdos arribados a causa del acogimiento del Principio de Oportunidad, esto con el fin de 
que, la autoridad del Ministerio Público asuma un criterio versátil con relación a las practicas 
anteriormente descritas y deniegue esta procedimientos a quienes son reincidentes en la 
comisión de ilícitos o no cumplen con el pago total de los acuerdos reparatorio. La 
investigación será trabajada dándole importancia al derecho penal y control social, a través 
de la práctica que permite la metodología cualitativa y el uso de datos estadísticos para 
alimentar la fluencia de la información a brindar. 
Trabajos previos 
En esta investigación se tomó en cuenta las diferentes fuentes sobre estudios, hallazgos o 
investigaciones relacionadas a la conciliación y el proceso penal, y se ha encontrado 
interesantes tesis que nos servirán de guía para el soporte o referencia para nuestro estudio. 
A nivel nacional tenemos 
Muñoz (2017) en su investigación titulada: “Análisis del delito de desobediencia y 
resistencia a la autoridad en la legislación peruana”. En la revista LEX, concluyó: 
Este acto delictivo se encuentra previsto en el artículo 368 del código, que sanciona la 
conducta del agente que no cumple u obstruye el mandato dado por la autoridad dentro del 
ejercicio de sus funciones. Estas figuras penales tienen como finalidad combatir las 
conductas obstruccionistas de las personas ante los actos ejecutivos imperativos del Estado, 
que pone en marcha el aparato estatal para lograr el buen funcionamiento de la 
administración pública y el bien común de las personas. Entre las figuras de la 
desobediencia y resistencia existe una marcada diferencia. La primera de ellas se produce 
cuando el agente no cumple a través de una conducta negativa una orden emitida por la 
autoridad.  
En cambio, la modalidad de resistencia se suscita cuando el sujeto activo con un accionar 
positivo se opone ante la ejecución de la orden.  
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Asimismo, estos delitos se invocan con frecuencia en todas las instituciones y se denuncian 
ante el Ministerio Público; sin embargo, en la vida práctica para su configuración se 
requieren ciertas formalidades, como que la orden legalmente impartida se encuentre 
establecida de manera adecuada y que sea de pleno conocimiento del obligado. (p. 263)  
Esta investigación ha cumplido con fundamentar la descripción debida del ilícito penal 
materia de análisis, sin embargo, tenemos en cuenta de la misma que las conductas 
desplegadas por el sujeto activo se sostienen y mantienen en la sociedad a causa del débil 
proceder de las autoridades frente a estos. 
De ello, se refleja en nuestro entorno una imagen de impunidad aparente por la no tan 
inmediata respuesta para repeler dichas conductas. 
Se considera además que, el funcionario por la naturaleza propia de su función, se encuentra 
en el margen de someter su seguridad persona l a estos riesgos a fin de cumplir con el 
mandato designado. 
Ramírez (2016) en su investigación titulada: “La desproporcionalidad de la pena en el 
delito de violencia contra la autoridad en su forma agravada”. Para obtener el grado de 
Maestra en Derecho Penal de la Universidad Privada Antenor Orrego, siguiendo el método 
cualitativo, concluyó: 
Si vulnera la proporcionalidad de las sanciones, en este sentido no deben de admitirse penas 
o medidas de seguridad, exageradas o irracionales en relación con la prevención del delito, 
resultando necesario distinguir dos exigencias: 1) La pena debe ser proporcional al delito, es 
decir, no debe ser exagerada; y, 2) La proporcionalidad se medirá con base en la importancia 
social del hecho. 
En nuestro ordenamiento jurídico penal encontramos sanciones penales que penalizan 
excesivamente conductas prohibidas, como en el caso del delito de violencia contra la 
autoridad agravada, por lo que el poder legislativo tiene la tarea urgente de uniformizar las 
penas con criterios de racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad, pues ello permitirá 
liberar las decisiones de los jueces de toda irracionalidad en la imposición y ejecución de las 
penas (pp. 49 – 50).  
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En la investigación, se exclama la desproporción en relación a la sanción penal por los delitos 
cometidos en contra de los funcionarios, considerándose que el delito de violencia contra la 
autoridad en su modalidad agravada es una que se sanciona de manera desproporcional e 
indebido, razón suficiente desarrolla el investigador para solventar la tesis, pero, no dirime 
sobre la integridad del ser que se encuentra envestido por la institución jurídica de autoridad 
y que en razón de la defensa de los intereses del Estado, actúa para su protección y 
conservación imperturbable. Motivo por el cual, las discrepancias del investigador con 
relación a la agravante del tipo penal son material suficiente como postura contradictoria y 
alimento para la investigación.  
Herrera (2016) en su investigación titulada: “La negociación en el proceso penal desde la 
dogmática del Derecho penal: Especial referencia a los ordenamientos español y 
peruano. Política criminal”. En la revista de Política Criminal, concluyó: 
La incidencia de la negociación en el proceso penal en la eficacia preventivo-general de la 
pena y la protección de bienes jurídicos como función del Derecho penal. Tras un análisis 
sistemático se advierte la necesidad de excluir la negociación en los delitos graves, es decir, 
de aquellos en los que la modificación de las consecuencias jurídicas mediante criterios 
ajenos a la norma de conducta afecte significativamente la prevención general y la 
comunicación acerca del valor del bien jurídico protegido. Así pues, se propone una doble 
vía procesal: mantener el juicio oral en los delitos graves y permitir la negociación en los 
delitos leves. Esta propuesta se refiere especialmente a la actual regulación de la negociación 
en los procesos penales español y peruano, respecto a los cuales se formulan algunas 
consideraciones de lege ferenda (p. 229) 
En la investigación, se solvento el desarrollo de negociación en el proceso penal, esto es en 
la parte advocada al principio de oportunidad y con comparaciones del modelo español con 
el peruano, a través de la doctrina comparada se materializa desde dos ópticas jurídicas 
diferentes, la coherencia de salvaguardar la negociación y finalización idónea del proceso 
penal dentro del marco del principio de oportunidad.  
Díaz (2015) en su investigación titulada: “Aplicación del principio de oportunidad en etapa 
preliminar del proceso penal en la fiscalía de decisión temprana de la Fiscalía Penal 
Corporativa de Mariscal Nieto - Moquegua - 2013”. Para obtener el grado de Licenciada de 
la Universidad José Carlos Mariategui, siguiendo el método cualitativo, concluyó: 
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La efectividad de la práctica del Principio de Oportunidad en la Fiscalía de Decisión 
Temprana de la Fiscalía Penal Corporativa del Distrito de Mariscal Nieto es del 58,8%; los 
factores que influyen negativamente en la aplicación de este principio son: la cultura de 
litigio y venganza, incumplimiento de la reparación civil convenida, asesoramiento 
convenido, falta de conocimiento del principio de oportunidad y domicilio falso e inexacto 
del imputado (p. 244). 
En esta investigación demostramos que es indispensable demostrar la relevancia del 
principio de oportunidad y su debida utilización, puesto que en el distrito donde se desarrolló 
la investigación se determinó que la parte de la defensa y el investigado no tenían 
conocimiento de cómo solucionar de manera inmediata el problema emergente a causa del 
ilícito penal.  
En tal sentido, esta investigación es indispensable para solventar la conciencia jurídica y el 
reconocimiento de las instituciones procesales para terminar las causas penales de una 
manera idónea y favorable tanto para la víctima, el Estado y el imputado.  
Ugaz (2009) en su investigación titulada: “La eximente de obediencia debida en el Derecho 
penal peruano”. Para obtener el grado de Licenciado en Derecho en la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, siguiendo el método cualitativo, concluyó: 
La relación de subordinación que se genera la obediencia debida proviene de la relación 
existencial de derecho público, acto que impone al inferior jerárquico una obligación de 
obedecer los mandatos del superior, generándose de esta manera un deber jurídico en donde 
la desobediencia se castiga de acuerdo a la legislación penal.  
Con relación a los actos que se consideran exceso de parte del subordinado; en el primer 
lugar se da cuando la orden es lícita y el receptor obra ilícitamente; segundo, es el supuesto 
cuando el acto excesivo de los subordinados guarda relación con lo impartido por el superior, 
pero este ha de responder por los excesos de los subordinados que se consideren como actos 
punibles independientes y sin relación con lo ordenado, en estos casos el superior no 
responderá penalmente (p. 141). 
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En la investigación materia de análisis se comprende que, quien recibe órdenes se encuentra 
en la obligación de acatarlas y obedecerlas dentro del tiempo oportuno, ello, conlleva a que 
se haga responsable de las consecuencias que despliega los resultados de la misma.  
Situación en donde los procesados por cumplir con esta obligación se encuentran en la 
necesidad prudencial de limitarse o abstenerse de cumplir aquellas que se consideren ajenas 
al margen legal, ello, significa los limites prudenciales que el ejecutor debe de desarrollar al 
atendimiento del mandato del superior. 
Sin embargo, la desobediencia a las órdenes impartidas resulta ser motivo de castigo y el 
cumplimiento parcial o diferente a lo ordenado, lo es también.  
Alejo (2008) en su investigación titulada: “El principio de oportunidad y los factores que 
inciden en su mínima aplicación en las provincias de Puno y San Román”. Para obtener el 
grado de Magíster en Derecho Penal de la Universidad Nacional del Altiplano, siguiendo el 
método cualitativo, concluyó:  
Los señores fiscales provinciales de las provincias de Puno y San Román, no aplican de 
modo efectivo técnicas de conciliación, debido a que, no reciben de parte de la alta dirección 
del Ministerio Público, una capacitación adecuada, además de especializada en temas que 
sugieren ser de capital importancia. 
Existe un alto grado de desconocimiento de los justiciables, respecto de la existencia del 
principio de oportunidad -sus bondades y alcances-, siendo las causas diversas, entre éstas, 
la falta de información que debiera ser brindada por el abogado que los patrocina, así como 
la falta de difusión de parte del Estado. Posición que es compartida por los fiscales 
provinciales quienes corroboran lo afirmado. 
Existen deficiencias en el reglamento que regula la aplicación del principio de oportunidad, 
la Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1470-2005-2005-MP-FN, siendo éstas, halladas 
como fruto de la investigación a ese objeto realizada, la falta de inclusión del estadio procesal 
para la calificación de la procedencia del principio de oportunidad, la indebida dilación 
procesal generada por las múltiples citaciones para la aplicación del principio de 
oportunidad, así como también, el excesivo monto de derechos que deben ser desembolsados 
por el imputado para la aplicación del referido principio (pp. 155 – 156). 
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En la investigación nos encontramos ante una situación de desconocimiento de la aplicación 
de la norma de parte del poder institucionalizado tan igual como la defensa, la víctima y el 
investigado. Esta situación permite que se genere y mantengan causas procesales en 
investigaciones prolongadas en razón a la carga y la no información de parte de los operarios 
del derecho. Siendo pues, el desconocimiento una forma irrazonable del aplazamiento del 
proceso penal en perjuicio de las partes.  
Benavides (2002) en su investigación titulada: “Problemática jurídica de la conciliación en 
el proceso penal peruano”. Para obtener el grado de Doctor en Derecho y Ciencia Política 
en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, siguiendo el método cualitativo, 
concluyó: 
La conciliación en el proceso penal peruano se presenta únicamente a través de la aplicación 
del principio de oportunidad tanto en la etapa de la investigación preliminar como en la etapa 
judicial. 
El mayor número de casos resueltos en virtud de la aplicación del principio de oportunidad 
corresponde a la etapa preliminar del proceso penal, a cargo del Ministerio Público. 
Este principio se viene aplicando fundamentalmente por iniciativa de las partes interesadas 
y en un menor número de causas por iniciativa de oficio del fiscal, tanto en la instancia 
preliminar como en la judicial (p. 234). 
Con el análisis expuesto se concibe a este principio como una institución benigna que otorga 
la oportunidad de concluir el problema emergente del ilícito penal, dentro de una actividad 
practica de parte del Estado. 
Se da durante la etapa de investigación preliminar y es asumida por el Ministerio Público, se 
lleva acabo el acuerdo con el objeto de que el Estado le alcance la justicia tanto a la víctima 
como el investigado dentro de un plazo razonable.  
A nivel internacional tenemos 
Landy (2017) en su investigación titulada: “La aplicación del principio de oportunidad, 
frente a la impunidad del delito”. Para obtener el grado de Licenciada en Derecho en 
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Universidad Laica Vicente Rocafuerte de Guayaquil, siguiendo el método cualitativo, 
concluyó: 
Mediante la aplicación del Principio de Oportunidad, las partes procesales no tienen la 
necesidad de agotar todas las etapas procesales ordinarias, pues este permite que la causa sea 
archivada siempre y cuando cumpla con los requisitos previstos en la norma tales como que 
la pena privativa de libertad prevista para el delito no sea superior a cinco años y que no sean 
delitos que violenten los derechos humanos, delitos contra la integridad sexual , delincuencia 
organizada, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, trata de personas, 
tráfico de migrantes, delitos de odio, de sustancias catalogadas sujetas a fiscalización y 
delitos que afecten la estructura del Estado constitucional de derechos y justicia; o cuando 
el investigado o procesado en el cometimiento del delito haya sufrido una gran afectación 
que le imposibilite continuar su vida normal. 
Concluimos en que el principio de oportunidad no permite la impunidad del delito, puesto 
que, el Ministerio Público se encuentra facultado de paralizar la iniciación de la 
investigación o el no continuar con la misma gracias a esta institución. El principio de 
oportunidad está revestido de legalidad por estar reglamentado en el Código Orgánico 
Integral penal y se aplica bajo el control del juez competente quien en audiencia verifica que 
la causa cumpla con los requisitos correspondientes exigidos en la norma, caso contrario la 
envía al fiscal superior para que confirme o revoque la decisión dela aplicación del principio 
de oportunidad, en caso de revocación el juez niega la aplicación del principio de 
oportunidad y envía la causa a otro fiscal para que continúe con el proceso (pp. 112 – 113).  
Nacarino (2015) en su investigación titulada: “Obrar en el cumplimiento de un deber por 
las fuerzas y cuerpos de seguridad (correcta utilización de la fuerza policial)”. Para obtener 
el grado de Doctor en Derecho en la Universidad de Valencia, siguiendo el método 
cualitativo, concluyó: 
La “policía”, “seguridad ciudadana” y “cumplimiento de un deber”, y de manera 
íntimamente vinculada a ellos, surgen otros dos conceptos. El primero es el de “deber 
jurídico” o “habilitación legal”, y el segundo el de “coacción” o “fuerza policial”; puesto 
que, para garantizar los derechos y libertades, y la seguridad ciudadana es a través de la 
policía de acuerdo al artículo 104 CE, y en las leyes que desarrollan este precepto, es 
necesario, en ocasiones, utilizar la fuerza o la violencia, hecho que podría desembocar en la 
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apreciación de la eximente de cumplimiento de un deber, evidenciándose así el carácter 
coactivo del Derecho. No se les permite la utilización de la violencia sino tan solo la de la 
fuerza, el significado jurídico que se le otorga desde el Código Penal, donde numerosos 
preceptos vinculan la violencia proyectándola hacia las personas, es por lo que considero 
que ambos términos pueden utilizarse indistintamente, y de hecho, así es como se hace tanto 
por la mayoría de la doctrina como por la jurisprudencia, sin que al primero de ellos se le 
pueda atribuir connotación negativa alguna. 
Considero que se adapta mejor a las funciones policiales la eximente de cumplimiento del 
deber que la de ejercicio del cargo. Aunque se ha puesto de manifiesto por algunos autores 
e incluso por la jurisprudencia que entre ambas figuras se produce un punto de encuentro y 
podría darse la circunstancia de que las dos regulasen supuestos idénticos, el ejercicio del 
cargo posee un carácter más restringido, aplicable únicamente al caso de cargos públicos, 
mientras que el cumplimiento de un deber ofrece la posibilidad de ser aplicado a otros 
supuestos más allá del cargo público. Además, la estructura de una y otra figura es muy 
distinta. El cumplimiento de un deber impone una obligación al sujeto mientras que el 
ejercicio del cargo está articulado en base a una posibilidad en la actuación, pero sin que 
exista obligación de su ejercicio (p. 604).  
Lorente (2010) en su investigación titulada: “Delitos de atentado contra la autoridad, sus 
agentes y los funcionarios públicos y de resistencia”. Para obtener el grado de Doctor en 
Derecho en la Universidad de Granada, siguiendo el método cualitativo, concluyó: 
La desobediencia es un delito de mera actividad, pues se consuma con la mera ejecución de 
la conducta de parte del individuo (sujeto activo); bastará que la persona desobedezca la 
orden que lo obliga para que el delito se consuma sin que se genere resultado alguno. 
Más la doctrina considera que la existencia de la tentativa inacabada de la desobediencia 
recae en los casos en donde el individuo da comienzo al incumplimiento de la orden 
mediante actos de ejecución activos u omisivos (pp. 358 - 359). 
Pineda (2009) en su investigación titulada: “Estudio sobre las eximentes de responsabilidad 
penal con énfasis en las causas de inculpabilidad en el Código Penal Guatemalteco”. Para 
obtener el grado Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales en Derecho en la Universidad 
de San Carlos de Guatemala, siguiendo el método cualitativo, concluyó: 
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La problemática es en la reinserción de aquellos que transgreden la legislación guatemalteca 
y la falta de construcción de normas que se adecuen a los actos que se realizan; es decir, el 
legislador penal se ha olvidado de crear una tipología abstracta para la aplicación de 
consecuencias jurídicas verdaderas en la ley penal; es por ello que se aborda los temas 
referentes a la responsabilidad penal; así también dentro del objeto de la investigación se 
recomienda la reforma para que se distinga la diferencia entre causas de inculpabilidad y 
causas de justificación; para el cumplimento objetivo de la ley sin denigración del derecho 
del imputado (p.62).  
1.2. MARCO TEÓRICO 
A. Ius puniendi  
Es la facultad que el Estado tiene para sancionar a los sujetos que violan la norma y cumplen 
la ley penal, de tal forma, a quien se considere responsable de la comisión del acto ilícito y 
de no encontrarse en los supuestos que le eximen de responsabilidad, será merecedor de la 
sanción penal. 
García Amado (2010), desarrolla la temática del ius puniendi, de esta forma; exponiéndolo 
como las manifestaciones de la referida institución: Entre sanción administrativa y pena hay 
elementos comunes. Esos elementos coincidentes constituyen en principio buenas razones 
para que a ambas se les dé un fundamento común, que se suele poner en el ius puniendi del 
Estado. Pues, en efecto, común a las dos es, por un lado, el carácter aflictivo, de castigo, y, 
por otro, el que su inflicción está en manos del Estado. La existencia de sanciones 
administrativas y penales lleva a preguntarse por qué puede el Estado sancionar así, imponer 
esos castigos a los ciudadanos (p. 206).  
Calderón y Águila (2011), sostienen lo siguiente sobre el ius puniendi: En el aspecto 
subjetivo del derecho penal se reconoce al Estado la potestad de sancionar o castigar a los 
sujetos, ya que su soberanía se lo permite. Estos actos pueden ser:   represiva – momento 
legislativo-, una pretensión punitiva – momento judicial-, o una facultad ejecutiva –momento 
ejecutivo o penitenciario-. (p. 107). 
Bonesana (1993), refiere que el derecho a castigar a una persona debe de encontrarse 
debidamente justificado, puesto que, si el dictado de las penas y su respectiva ejecución se 
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materializa por la mera arbitrariedad de quien cuenta por el poder para hacerlo, esta medida 
se convertiría en una actividad tiránica. Toda pena (dice el gran Montesquieu) que no se 
deriva de la absoluta necesidad, es tiránica. Proposición que puede hacerse más general de 
esta manera: todo acto de autoridad de hombre a hombre, que no se derive de la absoluta 
necesidad, es tiránico. Veis aquí la base sobre que el Soberano tiene fundado su derecho para 
castigar los delitos: sobre la necesidad de defender el depósito de la salud pública de las 
particulares usurpaciones; y tanto más justas son las penas, cuanto es más sagrada e 
inviolable la seguridad, y mayor la libertad que el Soberano conserva a sus súbditos. 
Consultemos el corazón humano, y encontraremos en él los principios fundamentales del 
verdadero derecho que tiene el Soberano para castigar los delitos; porque no debe esperarse 
ventaja durable de la política moral, cuando no está fundada sobre máximas indelebles del 
hombre. Cualquiera ley que se separe de éstas, encontrará siempre una resistencia opuesta 
que vence al fin; del mismo modo que una fuerza, aunque pequeña, siendo contipuamente 
aplicada, vence cualquier violento impulso comunicado a un cuerpo (pp. 59-60). 
Asimismo, se concibe que ningún ser humano ha dado de manera gratuita parte de su libertad 
con la mera justificación del bienestar público. Pues, cada uno de nosotros querría, si fuese 
posible, que no ligasen los pactos que ligan a los otros. Cualquier hombre se hace centro de 
todas las combinaciones del globo (Bonesana, 1993, p. 60).  
Vásquez (1995), sostienen que lo siguiente sobre la autoridad del ius puniendi: el ius 
puniendi no surge como una emanación de la autoridad ni encuentra su legitimación última 
en el poder, sino que aparece como una necesidad de protección del orden jurídico el que, a 
su vez se desprende de las exigencias de la propia vida social. En el Estado republicano 
democrático constitucional, el ejercicio de la autoridad está subordinado a la ley, dentro de 
un plano de igual para gobernables y gobernados y está limitada por derechos y garantías 
fundamentales. Esto significa que, por imperio de la misma positividad, el ordenamiento 
punitivo debe responder y adecuarse a principios conformadores, entre los que se cuentan el 
de legalidad, culpabilidad y necesidad de la pena (pp. 229 - 230). 
Por otro lado, Vásquez trata sobre el poder del legislador para generar conductas típicas 
delictivas y su respectiva sanción: El poder legislativo decide, mediante los procedimientos 
pertinentes, la aprobación de una ley que prescribe un comportamiento que se estima dañoso 
para la vida social y a cuya comisión u omisión, asocia como consecuencia un castigo legal 
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que también se define. La referida sanción punitiva es la que habilita el ius puniendi, es 
decir, la facultad punitiva del Estado que, en modo alguno es previa y genérica, sino que 
surge de la concreta ley penal y en los estrictos límites que ésta determina (1995, p. 256) 
Villavicencio (2006) sostiene que el ius puniendi del Estado social y democrático de Derecho 
tiene su origen dentro de su imperio para tipificar como ilícito penales determinadas 
conductas y constituir su respectiva sanción (p. 87). 
Es por eso que, el Derecho a castigar las conductas delictivas, emana de la necesidad de 
proteger los bienes jurídicos que permiten el desarrollo debido de la vida social dentro del 
Estado. Pero, este ius puniendi no es un capricho de los gobernantes, ni mucho menos de los 
legisladores, evidentemente, como se ha descrito anteriormente, la potestad de castigar de 
parte del Estado las conductas delictivas se da a través de un procedimiento legislativo, el 
mismo que descansa en una norma debidamente sancionada con grado y/o escala de ley 
dentro del sistema jurídico nacional. Y esto es debido a que, sí todos los individuos 
entregamos desde nuestro nacimiento una cuota de nuestra facultad somática-locomotora de 
trasladado para con el Estado; es porque comprendemos que dentro del mismo nuestra 
integridad humana y patrimonial se encuentra a salvo y nos sometemos a las leyes del mismo 
es para vivir en una perfecta armonía, si se paga los impuestos es para el fortalecimiento del 
Estado y sus instituciones y la creación de nuevos entes con personal capacitado para el 
resguardo y cuidado de la sociedad.  
Entonces, correspondería preguntarnos sobre el poder correspondiente del verbo alemán 
“dürfen”, pues ello: “alude a la habilitación o legitimidad para imponer castigos, sanciones” 
(García, 2010, p. 206). 
Dentro del fondo de aquella temática, podemos afirmar que: El Estado le está permitido 
disponer sanciones para sus ciudadanos. Desde el momento en que enfocamos así la 
cuestión, estamos poniendo al Estado en una situación pareja a la que es propia también de 
los individuos que viven en una sociedad organizada por normas, pues lo que yo, como mero 
individuo “puedo” hacer, en el sentido material de “poder” (por ejemplo, matar a mi vecino 
mientras duerme en la playa), no “puedo” hacerlo, en el sentido normativo de “poder”, desde 
el momento en que hay alguna norma que me lo impide (García, 2010, p. 206). 
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Esto es que, dentro del contexto de las normas establecidas por el Estado señalamos la 
existencia de algunas de tipo prohibitivas, más no por su contextualización significa que son 
inherentes a la conducta humana, por el contrario, el libre albedrio del ser humano se 
sobrepone ante cualquier ley, por ello, García Amado reflexiona lo siguiente con relación a 
la norma y la conducta humana. ¿Me lo impide? Fácticamente no, pero la norma 
correspondiente me prohíbe tal comportamiento y, para el caso de que vulnere dicha 
prohibición, prevé que se me aplique una sanción y el sistema normativo dispone la 
organización y los instrumentos para que la aplicación de dicha sanción sea viable y 
probable. (2010, p. 206). 
En ese sentido, se concibe que el Estado cumple la función de servir como eje o cúspide de 
la organización social, por que dispone de dos tipos de medios: El monopolio del uso 
(autorizado) de la fuerza, con los correspondientes instrumentos a tal efecto, y herramientas 
económicas que detrae de la propia sociedad. Cuando estamos en un Estado de derecho, 
ambos tipos de medios se procuran y se emplean con arreglo a las normas jurídicas, no 
libérrimamente. Pero con ello hemos dado de nuevo el salto a lo normativo. Un Estado 
puede, fácticamente, aplicar a su albur la fuerza sobre sus ciudadanos, aunque 
normativamente, con arreglo a derecho, al derecho de ese Estado (si es un Estado de derecho) 
no deba hacerlo, no le esté permitido hacerlo. Mas, si lo hace, no deja de ser Estado, en el 
sentido de supremo poder social, aunque deje de ser Estado de derecho y aunque con arreglo 
a las pautas que proporcionan determinados sistemas político-morales hoy predominantes 
en nuestro contexto cultural deje de ser un Estado legítimo (García, 2010, p. 207). 
De ello concebimos que el ius puniendi es la potestad sancionadora que tiene el Estado y lo 
ejerce en contra de aquellos individuos que infringen la norma penal (de manera estricta para 
esta investigación). Sin embargo, la garantía de legalidad permite establecer límites a esta 
facultad sancionadora del Estado; puesto que, una vez establecido los parámetros de 
legalidad, no podrá sancionarse aquellas conductas que no se encuentren tipificadas como 
delitos en la ley. 
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Así también, el proceso establece la causación para advertir la tramitación de estas conductas 
injustas dentro de un marco regulatorio procedimental, llevándose de esta forma las garantías 
de judicialidad, que se encuentran amparadas en el sistema jurídico vigente, conforme a la 
Constitución y las demás leyes de nuestro Estado. 
Figura 1: En el presente cuadro podemos identificar que el estado tiene la facultad de sancionar los delitos 
tipificados en la ley 
Fuente: Elaboración propia  
De ello, se desglosa las posiciones diferenciadoras entre la relación que tiene las personas 
frente a los demás y del Estado frente a los demás; evidentemente, se impuso una grandiosa 
diferencia para regularizar las conductas de ambos; por ello, García Amado (2010) dice: Ahí 
se halla la diferencia entre mi situación y la situación del Estado: a mí se me impide por la 
fuerza hacer buena parte de lo que fácticamente podría hacer, o se me castiga por la fuerza 
si lo hago. En cambio, no hay fuerza capaz de poner similares límites al Estado. El Estado y 
el ciudadano se encuentran, por definición, en una posición asimétrica. Y es a partir de esa 
constatación como cobra pleno sentido el interrogante sobre el ius puniendi del Estado, sobre 
su derecho a sancionar el comportamiento de los ciudadanos que no se sometan a ciertas 
normas que, en nuestra época, son normas estatales. En términos más claros: ¿Por qué puede 
el Estado sancionarme a mí por matar a mi vecino, o por robarle su reloj, o por traficar con 
marihuana, o por fumar marihuana en un local público, o por conducir sin llevar abrochado 
el cinturón de seguridad, o por construir una casa sin la preceptiva licencia municipal? (p. 
207). 
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Ante esta situación, emerge la poción embestida con el ánimo de proteger la libertad humana, 
en este extremo nos referimos a la liberación de la fuerza del Estado. Si tratamos de librarnos 
de la fuerza normativa de lo fáctico y entendemos que la pregunta por el fundamento del ius 
puniendi es la pregunta por las razones que hacen aceptable dicha posibilidad de castigar, no 
hemos de conformarnos con respuestas del tipo puede (darf) porque puede (kann). Además, 
una contestación así no sólo supondría el acrítico plegarse ante el poder meramente material, 
sino que, además y sobre todo, supondría que por definición al Estado le está admitido 
castigar sin límites, es decir, puede castigar a quien quiera, cuando quiera y como quiera. No 
debemos perder de vista que la pregunta por el fundamento del ius puniendi es 
simultáneamente la pregunta por los límites del ius puniendi: según sea el fundamento, así 
serán los límites, pues no se podrá castigar más allá de dicho fundamento o en contradicción 
con él (García, 2010, p. 207). 
Garantía de judicialidad 
Esta garantía se fundamenta en la formulación del adagio nullum puma sinc iuditio, que a su 
vez fue desarrollada con amplitud por la doctrina clásica (Vásquez, 1995, p. 259). Para 
determinar si en un caso y a un individuo en concreto le corresponde la privación de un bien 
jurídico como consecuencia de haber cometido una infracción punible, sólo puede ocurrir 
dentro del esquema constitucional, como lo es una decisión jurisdiccional dada como 
conclusión de un proceso regular. Así, el "juicio" debe ser comprendido como sinónimo de 
proceso, entendiendo por tal la categoría jurídica específica que implica una relación 
contradictoria de dos partes procesales ante un tercero imparcial; y, para que se cumpla la 
garantía es precisa la secuencia de acusación, defensa, prueba y sentencia''', a las que debe 
agregarse que todo ello acontezca en un tiempo razonable (Vásquez, 1995, pp. 258, 259, 
261). 
Clariá (1960), señala lo siguiente sobre la precitada garantía: Nos encontramos ante 
"una prohibición de punir" sin los previos requisitos derivados de la formulación de 
"un juicio fundado en una ley ya vigente al producirse el hecho que se juzga", 
producido o contenido "en un proceso regular y legal" (p. 57). 
Maier (1978) señala que la garantía es la exigencia de una sentencia judicial condenatoria 
para que así pueda darse la actuación concreta del poder penal que es material del Estado, 
en pocas palabras, la imposición de pena (p. 240). 
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Bidart (1981) sostiene que la garantía de judicialidad se vincula directamente con la de 
jurisdicción, puesto que ambas son ejes fundamentales de la seguridad jurídica. Es por ello 
que, ante cualquier irregularidad se debe de aplicar razonablemente el procedimiento legal 
conforme a derecho (p. 401).  
Se define de esta forma a la garantía de judicialidad como la exigencia de proceso previo 
para sancionar penalmente al imputado; de esta forma, el peso del ius puniendi del Estado 
recae en contra de la persona, quien dentro de un juicio justo se haya desvirtuado su 
inocencia y demostrado su culpabilidad sobre la comisión del ilícito penal. Es así como 
vemos de manera trascendental el respeto de las garantías sostenidas para con el procesado 
en la normativa Constitucional, penal y procesal penal para efectos de su defensa dentro del 
proceso y de esta forma pueda brindar los descargos en contra de los cargos imputados.  
Entonces es determinante la participación del juzgador sobre la causa, ya que el mismo debe 
de ser un juez natural, cuya existencia es previa a la comisión del injusto penal, no hay juez 
ad hoc  para cada persona cuando esta cometa o se sospeche que cometió un ilícito penal; 
así también, no hay un juez persecutor del delito que se encargue de realizar la investigación 
por sí mismo, sino que no para conocer quiénes son los sujetos que transgreden la norma 
requiere que las partes comparezcan para poder evaluar el caso y sancionarlos de acuerdo a 
la potestad que emana su autoridad.   
Garantía de legalidad 
García de Enterría (1999), señala que; todo órgano público ejerce el poder que emana de la 
ley, respetando los límites establecidos en la carta magna, debido a que el precitado cuerpo 
normativo es la garantía del respeto a los derechos fundamentales, esto quiere decir que solo 
la ley tiene la facultad de limitar el poder que otorga el estado a todos los agentes públicos, 
administrativos o judiciales. (pp. 127-129) 
Entiéndase así que, la aplicación del poder sancionador de la ley es ejercida por todos 
aquellos que se encuentran investidos como autoridad del estado, siendo aplicadas con 
rigurosidad contra quienes la infringen, respetando los lineamientos establecidos en la 
Constitución Política del Perú. 
32 
Vásquez señala que la garantía de la legalidad o de ley anterior al hecho delictivo, 
armónicamente integrada a la de reserva, es una de las más importantes condiciones de 
seguridad jurídica (1995, p. 231). 
Núñez (1975), expresa lo siguiente: Sólo los hechos punibles se encuentran pasibles de ser 
sancionados por la ley; y esta debe de ser anterior al hecho. Las cuestiones políticas, 
inmorales u otras cuyas apreciación material o inmaterial no se encuentren previstas por la 
norma por ende no pueden ser reprimidas punitivamente (p. 105). 
La sanción penal como la finalidad del derecho a castigar 
Es importante hacer una distinción entre  la forma y la finalidad de la pena; mientras que la 
primera se encuentra destinada al victimario, la  segunda se destina a la víctima y a la 
sociedad, asimismo la norma señala que el victimario  debe ser sancionado con la perdida 
de sus bienes o con la privación de su liberad de acuerdo a  la pena cometida, la misma que 
tiene como finalidad resocializar e integrar al victimaron a la sociedad, caso contrario ocurre 
con la víctima, ya que la norma establece que para aminorar o  compensar el daño ocasionado 
deben ser retribuidas con el pago de una indemnización por la lesión al bien jurídico 
ocasionado; podemos concluir que la pena es la medida que el estado otorga a los juzgadores 
y al Poder Judicial sancionar los actos ilícitos y garantizar la seguridad social. 
Roxin (1993) determina que, la finalidad de la pena es la prevención especial y general. Tal 
concepción en modo alguno tiene significación preponderantemente teórica; más allá de lo 
señalado, tiene también distintas consecuencias prácticas. La forma en que esta teoría actúa 
en lo particular en la aplicación del derecho vigente (1993, p.42).  
El significativo aporte del autor, es que la pena tiene como finalidad resocializar al 
condenado para que así pueda contribuir al desarrollo de la misma y lograr su crecimiento 
como persona de bien y no dañar los bienes que las leyes protegen. 
Teorías sobre la pena 
A priori podemos distinguir que distintos autores han tratado sobre esta problemática, esto 
es debido a que la sanción penal tiene como consecuencia la privación de la libertad de las 
personas han sido sometidas a juicio en donde se demostró su culpabilidad por los hechos 
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dañosos encausados en su contra. Para ello, tendremos en cuenta lo desarrollados por los 
autores. 
Teoría absoluta  
Para Beloff (1993) la teoría absoluta de la represión penal, se funda jurídicamente en la 
retribución a la víctima, pues en ella en donde se hace justicia al culpable de un delito (p. 
55). 
De esta manera podemos comprender que la comisión de un acto ilícito tiene como 
consecuencia la imposición de una pena, la misma que al ser cumplida el autor del delito de 
libra de la sanción impuesta. 
Teoría relativa 
Jescheck (1981) sostiene que el sentido de la pena consiste únicamente en cumplir su tarea 
de impedir que se cometan en el futuro acciones punibles (p. 99). 
La teoría relativa es contraria a la absoluta, debido a que esta considera que la pena impuesta 
al autor del delito no mella el daño ocasionado a la víctima, sino que solo busca una especie 
de compensación a la víctima por el daño sufrido. 
Características de la Teoría Relativa:  
a) La prevención general: Esta característica señala que la pena se justifica a partir de una 
finalidad concreta, la cual es disuadir el accionar antijurídico del autor. (Beloff, 1993, p. 50). 
De esta manera podemos comprender que la aplicación de las penas busca prevenir la 
comisión de delitos mediante la aplicación de sanciones a las distintas conductas 
antijurídicas con la finalidad de establecer un precedente que garantice el alejamiento de 
conductas delincuenciales por temor de la sanción.  
b) La prevención especial: La prevención del delito que se propone influir directamente 
sobre el autor se denomina prevención especial o individual. En sentido abstracto puede 
tener un lugar por dos vías diferentes: por medio de la coacción física, que debe impedir 
exteriormente que el autor cometa nuevos delitos (negativa), o mediante la remoción de la 
disposición psíquica que los conduce a la delincuencia (positiva) (Stratenwerth, 1982, p.14).   
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De lo expresado en líneas precedentes podemos concluir que la prevención especial tiene 
dos ejes que buscan evitar que el autor reincida en la comisión de actos delictivos mediante 
la aplicación de condenas que atenten contra su integridad física o a través de medidas 
educativa y de resocialización del individuo. 
Jurisprudencia 
Jurisprudencia de la Corte Suprema  
 […]El derecho penal tiene un medio de control social que tiene por finalidad castigar todo 
comportamiento que lesione o ponga en peligro los bienes jurídicos tutelados por la ley, para 
poder conseguir la paz social, en donde, este propósito persigue un proceso penal que 
corresponde al juzgador establecer el criterio para las sanciones de un hecho punible, bajo el 
principio constitucional, en donde la inocencia se presume y la responsabilidad se prueba (R.N. 
N.° 820-200-Tacna, del 15-06-2000. Sala Penal Penal) (Caro, 2018, p. 29). 
De esta manera podemos comprender que el  Derecho penal es uno de los medios de control 
social, considerando dos tipos de controles que son el formal e informal; el primero ejercido 
por la autoridad competente, quien conforma el Estado y atribuye ante las causas que generan 
conflictos dentro de la sociedad y en consecuencia se requiere que se le imponga un castigo 
equivalente a su accionar dentro de los límites que dicta la ley penal; mientras que el segundo 
se aplica de manera directa por los miembros de la sociedad o en instituciones no 
judicializadas o cuya sanción no descanse en resolución debidamente motivada, entre ellos 
entendemos el re-prendimiento verbal entre los miembros de una familia en contra de quien 
realiza un mal acto, cuya relevancia no afecta o lesiona de manera significativa los bienes 
jurídicos, las sanciones dentro de grupos sociales que no exige una causal legislativa, entre 
otros actos que no son institucionalizados pero que son correctores e impartidos por los 
miembros de una comunidad sin que se afecten los bienes jurídicos protegidos por él código.    
El principio de intervención mínima y el carácter subsidiario del Derecho penal 
[…] Sexto. En este contexto de ideas uno de los nociones fundamentales del Derecho penal es 
el principio de intervención mínima, aprobado unánimemente por la doctrina penal, por el cual 
“el Derecho penal ha de aminorar su intervención a todo aquello que sea  necesario o 
estrictamente obligatorio en los términos de utilidad social general” […], de modo que carece de 
sentido en la misma pena, en donde existe otro mecanismo de sanción a través de un “mal menor” 
como las sanciones propias del Derecho Administrativo o Civil,  que permite la solución de un 
conflicto y que sea satisfactoriamente posible tanto para el imputado como para la sociedad. Por 
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lo tanto, el carácter subsidiario, también denominado ultima ratio, que al orientar la solución del 
problema a una sanción menos gravosa que lo estipulado en la ley, delimita eficazmente la 
prevención general positiva de la pena (R.N. N.° 3763-2011-Huancavelica, del 29-01-2013, f.j. 
6, Sala Penal Permanente) (Caro, 2018, p. 29). 
Esto es debido a que el ius puniendi penal no puede intervenir en todos los actos lesivos que 
se desarrolla dentro de la familia humana, ya que, por su relevancia o sanción, estos actos 
pueden ser reprendidos por otras vías cuya conclusión de la causa no condicionen la libertad 
de la persona; vemos pues el caso del fuero administrativo o civil que reprime al procesado 
con medidas no penales las conductas ilegítimamente desarrolladas.  
Se corrobora pues, la perdida de la libertad locomotora de una persona es un acto tan agresivo 
que limita el debido desenvolvimiento del ser humano dentro de la comunidad; si bien es 
cierto que las sanciones pecuniarias desprendida de la pérdida del juicio en la vía civil como 
administrativa resulta ser igualmente satisfactorio para el agraviado puesto que se 
comprende que las reparaciones e indemnizaciones hacen posible que este último pueda 
recuperar o reconstruir lo perdido y el despojo del patrimonio del ilegítimamente beneficiado 
por el mal acto sufre por aquella consecuencia jurídica consentida en la sentencia. 
Jurisprudencia de la Corte Superior  
Función motivadora: son aquellas normas penales que desarrollan una función motivadora, 
que está indisolublemente unida a la función de tutela de bienes jurídicos; es decir, que el 
estado mediante dichas normas pretenda regular ciertas reglas de conductas sobre los 
miembros de una comunidad, para que se abstengan de realizar comportamientos que 
lesionen o pongan en riesgo los bienes jurídicos tutelados; mientras que sea un control justo 
y de justicia racional ante la sociedad. (Expediente N.° 6494-97, del 19-01-1998. Sala Penal 
de Apelaciones para procesos sumarios con reos libres de la Corte Superior de Justicia de 
Lima). (Caro, 2018, pp. 31-32). 
La ley penal desarrolla el contenido idóneo para la desincentivación de las personas 
acostumbradas a actuar por encima de la ley y en contra de los intereses y los bienes jurídicos 
tutelados por el Estado; de esta forma la legislación penal tiene como objeto poner en claro 
a los miembros de la comunidad los límites de la acción y la consecuencia jurídica para 
quienes pretenden cometer aquellas conductas. 
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Jurisprudencia del Tribunal Constitucional   
Finalidad preventiva de la pena  
[…] 20. El artículo I del título preliminar de nuestro Código Penal; define que la legislación 
penal es la prevención de delitos y faltas para proteger a toda persona humana, y la sociedad esta 
orienta al conjunto de las normas sustantivas y procesales, en donde deben ser interpretadas a la 
luz de las consideraciones hasta aquí anotadas. Sería una confusión si una sociedad democrática 
tolera la ilegalidad en nombre de disposiciones adjetivas que tienen otra finalidad (Expediente 
N.° 2798-04-HC/TC [Caso Gabriel Orlando Vera Navarrete] del 09-12-2004). (Caro, 2018, p. 
32). 
A través de la sentencia del Tribunal Constitucional, se pretende establecer que una sociedad 
democrática como lo es la peruana, encuentra dentro de su estructura organizativa el sustento 
jurídico, lógico e idóneo para la materialización legislativa del sistema punitivo de conductas 
conforme descansa en el Código Penal Peruano de 1991, en consecuencia, pretender que una 
sociedad como la descrita pretenda sancionar a sus delincuentes a través de otras prácticas 
que no se sustenten en la ley y se amparen a un criterio autóctono inmediato para la 
resolución del conflicto sin mediar un juicio dentro de un proceso, pues, aquella sociedad se 
separa del vestido democrático y de derecho. 
Derechos fundamentales: 
Pérez (1993) señala que los derechos fundamentales son:  
[…] es el conjunto de potestades e instituciones jurídicas por lo cual velan por la exigencia de la 
dignidad, la libertad y la igualdad entre las personas, por ello, deben de ser reconocidas en el 
ordenamiento jurídico de un estado y a nivel internacional (1993, p. 24). 
Si bien es cierto que esta definición está al margen de lo que esgrime propiamente un texto 
legal, se debe de concebir que el derecho fundamental corresponde a todas las personas que 
son parte de la familia humana y por ende nos corresponde de manera inherente, en tal 
sentido son irrenunciables.  
Castillo (2014) nos refiere que el legislador no puede vulnerar el contenido esencial de los 
derechos fundamentales de dichas normas que protegen a toda persona humana (p. 23).  
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El artículo 2° de la Constitución Política del Estado, señala una serie de derechos tutelados 
por el Estado, pero, en el artículo 3° de la misma Magna Lex nos permite reconocer otros 
derechos que no se encuentra taxativamente expuestos en el anterior, es por ello que se 
establece como numerus apertus.  
Al utilizar el método interpretativo de los derechos fundamentales, se entiende que se abarca 
a todos los ámbitos del derecho. Es por ello que, para nuestra investigación será el derecho 
a la libertad, la presunción de inocencia, la legitima defensa, el cumplimiento de un deber, 
las eximentes de responsabilidad; que son, los derechos que debe de evaluar el juzgador e 
interpretarlo en todas sus dimensiones en bienestar de los sujetos procesales, la sociedad y 
el Estado.  
Castillo (2014) nos define, que toda restricción de un derecho fundamental, no debe ser 
afectar en contenido esencial, por lo cual se debe limitar ciertas conducta delictiva (p. 24). 
Derecho a la dignidad 
Adame (1983) señala que la dignidad de la persona se funda en la naturaleza racional y 
espiritual del ser (p. 286). 
Esclareciendo lo dicho, la dignidad versa en el reconocimiento de parte del Estado y los 
demás ciudadanos de los derechos que tiene un individuo por ser persona, en tal sentido, la 
dignidad no se denigra ni se maltrata; es por ello, que, para entenderla de manera más 
explícita, se acude a lo dicho por Fernández (2006) quien refiere que la persona humana es 
una unidad psicosomática constituida y sustentada en su libertad” (p 9).  
Es decir, el hombre está compuesto por su cuerpo y su mente, de tal manera el Estado y la 
sociedad se encuentran obligados a protegerlo para que él mismo no sea violentado o 
amenazado ante las circunstancias que podrían dañarlo severamente.  
Asimismo, se concibe que la dignidad humana significa que se le garantice y respete los 
demás derechos reconocidos en la Constitución Política del Perú, de parte de las autoridades 
y la sociedad, promoviéndose de esta forma un manifiesto de importancia y tolerancia del 
ser humano con relación a los entes públicos estatales y la sociedad organizada.  
Derecho a la libertad 
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Sobre el Derecho a la libertad y la igualdad menciona que: Que toda persona tiene el derecho 
de participar de una igualdad elemental de status. Por ende, el concepto llamado igualdad 
civil, pretende eliminar discriminaciones arbitrarias entre la sociedad; por otro lado, la 
libertad apareja el goce y ejercicio de los derechos civiles (Campos, 1998, p. 105). 
Se determina que los constitucionalistas reconocen que el derecho a la libertad, es el más 
importante para la persona, puesto que, después de la vida sin libertad, el hombre no puede 
realizar ninguna actividad que pueda promover o emprender su desarrollo particular, bajo 
esta óptica, cuando el derecho penal cae con toda su fuerza en contra del infractor de la ley 
penal y lo condena a la pérdida de su libertad, se estaría utilizando el castigo más traumático 
en contra del individuo para mantener el control dentro de la sociedad.  
Derecho a la legitima defensa 
La legítima defensa es un derecho que se aprecia en el extremo de la idoneidad de su uso de 
los particulares para defenderse de las agresiones externas como también ante los tribunales 
o entes administrativos que buscan del individuo una respuesta, para ello Rubio (2009) 
comprende sobre la misma que: es el derecho que ternemos para ejercitar razonablemente la 
fuerza para protegernos de una agresión ilegitima de terceros (p. 43).   
Derecho a la presunción de inocencia 
La descripción de este principio está estipulada en el inciso 24.e del artículo 2 de la 
Constitución política del Perú, que dice: 
[…] “Artículo 2°. - Toda persona tiene derecho: […] 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: […] 
e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad” (Rubio, 2009, p. 46). 
Asimismo, en el Título Preliminar del Código Procesal Penal del 2004, se contempla en el 
artículo 2° lo siguiente: 
 […] “Artículo 2°. – Aquella persona imputada de un hecho condenable es considerada inocente, y 
debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya declarado su 
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responsabilidad mediante sentencia firme debidamente motivada” (Código Procesal Penal, 2017, p. 
427). 
Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, establece en su cuerpo 
jurídico lo siguiente: 
[…] “Artículo 8°. – Aquella persona inculpada de un delito tiene derechos a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca responsabilidad legal”.  
De esta manera se evidencia que, la presunción de inocencia está señalada en todo el marco 
legal interno como internacional, por ello, para procesar penalmente a un individuo, el 
sistema penal debe de ser garantista y en tal sentido el juez luego de realizar una mínima y 
suficiente revisión de medios probatorios ofrecidos por las partes, tutelando el cumplimiento 
de las garantías establecidas para el debido proceso, debe de lograr alcanzar la certeza que 
los hechos fueron realizados por el sospechoso de la comisión del delito, atribuyéndole la 
responsabilidad en calidad de autor o participe, después de haberse dilucidado alguna duda 
referente a su inocencia y teniendo certeza de su culpabilidad.  
Neyra (2010) dice que el principio de presunción de inocencia le obliga al juzgador a tratar 
al imputado como si fuera inocente” (p. 170).  
Es por ello que, el juez debe de tomar la imputación que recae sobre un individuo como la 
sospecha o suposición de que es autor o participe del delito. 
Este principio se propone a impedir la aplicación de medidas cautelares personales en contra 
del imputado, como la prisión preventiva.  Es la imposición de cualquier sanción coercitiva 
hace suponer una pena anticipada” (Neyra, 2010, p. 172). 
Asimismo, es indispensable referir que la presunción de inocencia opera como un derecho 
fundamental que no puede ser perturbado ni excluido en ninguna de las etapas del proceso 
penal. 
SI la imposición de cualquier medida cautelar debe ser utilizada como ultima ratio por la 
razón de que el juzgador debe de tener un criterio evaluador referente a la aplicación idónea 
de esta medida en contra de la libertad del procesado.  
B. Principio de oportunidad  
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Proceso 
Redenti (1957) refiere que el proceso es el conjunto de actos sistematizados, los cuales se 
ejecutan ante los funcionarios judiciales, con la finalidad de un caso concreto, donde la ley 
aplica la declaración, la protección o la realización coactiva de estos derechos que tiene toda 
persona, en vista de su incertidumbre o de su desconocimiento o insatisfacción (1957, pp. 
111 – 113). 
Agrega a este concepto Echandía: Considera que el proceso está direccionado a la 
investigación, prevención y represión de los delitos y para la tutela del orden jurídico y de 
la libertad individual y la dignidad de las personas, en todos los casos” (2004, p. 155).  
El proceso, se concibe como la secuencia estructurada de actos que obedecen al esquema 
jurídicamente establecido en la legislación de un Estado, el proceso debe de guardar las 
garantías establecidas en la ley y la Constitución, concibiéndolas como garantías 
constitucionales y las fundamentales en el marco internacional de los Derechos Humanos y 
otros tratados que permitan una mejor diligencia dentro de los Estados partes. 
El proceso penal 
García (1982) señala que el derecho procesal es un instrumento para la aplicación del delito, 
para ello lo define como: El medio legal para la aplicación de la ley penal, está contenido en 
el derecho procesal penal. Entre la violación de la norma y la aplicación de la sanción, existe 
un camino a recorrer: el proceso penal (p. 9).  
Definición del principio de oportunidad 
El Código Procesal Penal del 2004, está compuesta de una estructura que le permite brindar 
algunas alternativas para resolver el conflicto generado por la comisión de un delito 
debidamente establecido en el Código Penal peruano de 1991 vigente.  
[…] La existencia de estas instituciones alternativas para la resolución de la comisión del ilícito 
penal, se justifican en ser soluciones que descansan en la abreviación del procedimiento para 
quien acepta los cargos imputados, de esta manera se limita la persecución penal costosa y de 
una posible larga duración que desarrollaría el Estado frente a quien se acoge a esta alternativa 
(Arbulú, 2015, p. 157).  
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La necesidad de que el proceso penal sea idóneo y cuyas instituciones se revistan de la debida 
aplicación dentro del significado de justifica efectiva dentro de un plazo razonable; con ello, 
concebimos al proceso penal como una institución que debe de brindar la oportunidad en 
todos sus estadios para que sobre quien se sospecha la comisión de un acto ilícito, se 
encuentre facultado de arrepentirse y declarar voluntariamente su responsabilidad a efectos 
de abreviar la causa seguida en su contra y de esta manera evitar los gastos que genera el 
proceso para el Estado, la víctima y el propio procesado si es que tuviera defensa particular.  
La oportunidad en el proceso penal tiene un tratamiento premial, procedimiento que busca 
limitar la sanción punitiva del Estado a efectos de incentivar el acuerdo reparatorio cuyo 
objeto se funda en satisfacer el daño ocasionado en favor de la víctima; es imprescindible 
que, el Fiscal revise y analice de manera exhaustiva el contenido del Acuerdo Reparatorio a 
efectos de que no se salte ni un contenido fuera del texto de la ley o los alcances del principio   
El Reglamento de aplicación del Principio de Oportunidad y Acuerdo Reparatorio (2018), 
define a esta institución de la siguiente manera: Artículo 4.- El principio de oportunidad es 
un instrumento legal que faculta al Fiscal a que discrecionalmente, en los casos previstos en 
la norma y con el consentimiento del imputado, pueda abstenerse de ejercitar la acción penal, 
ello sin perjuicio de procurar satisfacer íntegramente los intereses del agraviado, cuando 
corresponda (p. 2). 
Determina al Principio de Oportunidad como una instrumento que se utiliza dentro del 
proceso penal para los casos expresamente señalados en la norma y se dará con el 
consentimiento del imputado; es indispensable señalar que, no solamente basta la solicitud 
del imputado para la procedencia de este instrumento, el Fiscal debe de corroborar la 
necesidad de su aplicación en el momento debido, ya que no puede caer en negligencia 
funcional a causa de la mera tramitación de las peticiones efectuadas a su despacho.  
Con este instrumento se busca validar una forma de conclusión del proceso, y separarse de 
la facultad persecutoria del delito de parte del Fiscal, ya que el procesado reconoce su 
participación sobre el hecho punible y demuestra claramente su arrepentimiento sobre el 
mismo y con la ligereza de separarse de un proceso en el cual se decidirá la suerte sobre su 
libertad de tránsito y la reparación pecuniaria, acude de manera libre y voluntaria para 
someterse a esta institución cuyo fin revela la veracidad de los hechos y compromete al 
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procesado con la victima sobre el Acuerdo Reparatorio a efectos de que el obligado cumpla 
dentro del plazo de ley con el pago total de la deuda generada por los daños ocasionados.  
El protocolo de Principio de Oportunidad (2014), define a esta institución de la siguiente 
manera: Es un mecanismo de negociación y solución del conflicto penal que determina con 
un acuerdo previo entre el imputado y el agraviado, con la participación activa del Fiscal, 
garantizando que el imputado, sea beneficiada con la abstención de la acción penal por parte 
del Fiscal y el agraviado quede satisfecho con el pago de la reparación civil (p. 2). 
Arbulú (2015), define de la misma, como el anverso del principio de legalidad y que, si bien 
es excepcional, implica una abstención de la persecución en aras de la solución del conflicto 
provocado a partir de la trasgresión de una norma penal. (…) La orientación del Nuevo 
Código Procesal Penal es que menos porcentaje de casos lleguen a juicio, buscando salidas 
alternativas a fin de que se pueda resolver el conflicto surgido por la trasgresión de una 
norma penal (…). Las salidas alternativas las tenemos expresadas, a nivel fiscal, en el 
principio de oportunidad antes de la denuncia penal o cuando ya está judicializado, la 
Conclusión Anticipada y la Terminación Anticipada bajo control jurisdiccional (p. 157). 
Luján (2013), sostiene que el principio de oportunidad es una facultad que tiene el Ministerio 
Público para abstenerse de la persecución del delito y demostrar la realidad de la persona 
sobre quien recae la sospecha de la comisión de un ilícito penal. Adicionalmente a ello, no 
en todos los casos es posible la interposición de esta institución procesal, pues se requiere 
de las suficientes pruebas de la perpetración del injusto penal para su establecimiento: 
 […] El principio de oportunidad es la facultad que tiene el Ministerio Público, como titular de 
la acción penal pública, para (ciertas condiciones establecidas por la ley) prescindir de su 
ejercicio, o en su caso, para requerir ante el órgano jurisdiccional el sobreseimiento de la causa 
bajo los mismos supuestos. Investigando los elementos probatorios de la comisión del delito y 
la responsabilidad del imputado, para poder aplicar dicho principio. Esta definición de la misma 
norma regula ciertos criterios de oportunidad que está señalado en la ley, a diferencia del Sistema 
de Oportunidad Libre, propia de países anglosajones, como Estados Unidos donde el Titular de 
la Acción Penal tiene plena disponibilidad y discrecional en su ejercicio. Este primer sistema, 
pues, es adoptado por nuestro ordenamiento procesal penal. 
Siendo el Titular de la Acción Penal el Ministerio Público, quien por el Principio de Legalidad 
y su afín, el de Obligatoriedad estricta, tiene que denunciar toda notitia criminis que llegue a su 
conocimiento, pero que, por excepción, se ve facultado para decidir el inicio del proceso judicial 
de determinados delitos, sea por iniciativa propia (de oficio, conforme a ley) o a solicitud del 
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imputado. No siendo pertinente en esta etapa la intervención del agraviado, sino hasta que el 
fiscal o el imputado formulen una propuesta respecto al pago de una reparación civil por los 
daños y perjuicios ocasionados (p. 467) 
Cuando la persona sobre quien recae la sospecha del ilícito penal se acoge al Principio de 
Oportunidad, debe de estar convencido de la responsabilidad que va afrontar por. Es por ello 
que Arbulú, (2015) señala los objetivos del Principio de oportunidad de la siguiente manera: 
[…] El imputado y el agraviado durante la negociación deberán ponerse de acuerdo para una 
mejor solución y dependerá del sistema de cada actor, por el cual el fiscal cumple como autor 
defensor de la legalidad para combatir el delito y lograra que castigue a los culpables, por ende, 
el Ministerio Publico son encargados de investigar y garantizar un proceso de negociación 
beneficiosa para ambas partes y así ara evitar cargas procesales (pp. 157 – 158). 
Es necesario que, el imputado tenga total conocimiento sobre las consecuencias que van a 
desarrollarse en su contra al someterse libremente a dicha institución, por ello, Luján (2013) 
señala lo siguiente:  
[…] Por otra parte comprendemos que al ‘consentimiento del imputado’, tiene como requisito 
inherente para la procedencia del principio de oportunidad, en donde el inculpado pueda asistir 
o rechazar la aplicación de este mismo. Dado que en esta etapa (Investigación Preparatoria), si 
bien el fiscal investiga y acredita la existencia de un delito, donde acredite responsabilidad al 
inculpado, en su momento serán valoradas las pruebas según su criterio del juez. Por lo que, el 
consentimiento que brinde el imputado debe ser entendido como la voluntad de este para 
reconocer los daños y perjuicios causados a la víctima, y que se materializa con el pago de una 
reparación civil. Voluntad, que hasta ese momento, resulta expectánte, pues aun restará escuchar 
la posición de la víctima, en el sentido de si acepta o no la propuesta económica que el imputado 
o el fiscal formulen. (p. 467) 
Sobre el reconocimiento y la culpabilidad de los hechos sobre lo que se imputa al sospechoso 
de la comisión de un delito, debemos de comprender que, el individuo al encontrarse en un 
estado en donde su principal enfoque está destinado a la conclusión del proceso que se le 
está siguiendo es su contra. 
[…] Entonces, debemos ser precisos y señalar que no todo consentimiento del imputado implica 
el reconocimiento de culpabilidad. Pues, a lo expuesto, añadimos que el asentimiento del 
investigado para la aplicación del principio de oportunidad puede obedecer a diversas causas, 
como: para evitarse un engorroso trámite judicial. Sin embargo, tomemos esto con pinzas, este 
criterio no es genérico, puesto que por ejemplo: en los casos de lesiones derivadas de un 
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accidente de tránsito por colisión de dos vehículos, en los que la responsabilidad de los 
involucrados resulta siempre discutida, no podemos pretender para la procedencia del trámite de 
la oportunidad, el reconocimiento de culpa por parte de aquellos, bastará aquí la intención de 
tratar de llegar a un acuerdo respecto a los gastos de atención médica, curación, rehabilitación, 
etc. En cambio, en otros supuestos, como en los delitos de conducción de estado de ebriedad, 
donde la responsabilidad se encuentra acreditada fehacientemente (con el resultado del 
certificado de dosaje etílico), el reconocimiento de culpa es requisito esencial, ya que de lo 
contrario, el principio de oportunidad no sería más que una puerta abierta para la impunidad, 
vulnerándose los fines del Derecho Penal. A lo que debe añadirse, la tutela de los derechos de 
defensa y presunción de inocencia del imputado (Luján, 2013, p. 468). 
La abstención del ejercicio de la acción penal de parte del Ministerio Público en contra de 
quien se acoge al Principio de Oportunidad 
[…]  la abstención del ejercicio de la acción penal, esta consiste en una disposición emitida por 
el fiscal que conoce el caso, por la cual decide la no formulación de denuncia penal ante el juez 
competente o el pedido del sobreseimiento de la causa, cuando el hecho ya se encontrara 
ventilando en instancia judicial, pero solo hasta antes de formularse acusación. Aunque 
ampliaremos más adelante en este aspecto, resulta pertinente precisar en este punto que, la 
disposición que emita el Ministerio Público absteniéndose de iniciar o proseguir el proceso penal 
no siempre es absoluta, puesto que en gran parte de los casos, esta permanece en suspenso hasta 
que el imputado cumpla con el total del pago por concepto de reparación civil (p. 468).  
Al respecto, Vázquez (1995) trata sobre el criterio de oportunidad en el proceso penal:  
[…] es en el proceso donde se pueden encontrar soluciones sencillas y razonables a problemas 
que desvelan a los teóricos penales, tales como ocurre con la mínima afectación de bienes 
jurídicos, o lo que se conoce con el nombre de "delito de bagatela"; para ello sería simple otorgar 
plena virtualidad al ámbito de oportunidad en la promoción de la acción, ya que resulta absurdo 
y oneroso tramitar causas por hechos baladíes, sin incidencia social. Al mismo tiempo, en 
aquellos casos en que la infracción es de relevancia preponderantemente particular y donde no 
se encuentran comprometidos intereses generales, la voluntad de los involucrados para la 
promoción y/o prosecución de la acción debiera adquirir efectos operativos. 
Muchos y variados son los aspectos en los que la regulación procesal incide de forma directa 
sobre la sustantividad. Baste pensar en que el solo término "realización" implica pasar del terreno 
de lo posible a lo real; el Derecho Penal sólo es "real" en el campo procesal. (pp.  55 - 56) 
La prueba y los medios de prueba  
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Al respecto de la prueba, Davis (1981) brinda una noción que se encuentra en múltiples 
manifestaciones y actuaciones de la vida cotidiana, así es que refiere:  
[…] “El historiador, el sociólogo, el lingüista, el cronista, el antropólogo, el investigador y los 
profesionales de todos los campos y hasta el artista, deben probar los hechos, los resultados y las 
causas de estos, reconstruyendo el pasado, analizando el presente y deduciendo el futuro” (1981, p. 
10). 
“Toda norma jurídica es por esencia vulnerable, ya que regula conductas humanas y parte de la base 
de que éstas pueden tener otras manifestaciones, por lo cual se hace indispensable exigir la conducta 
contemplada en la norma, por lo tanto, sin la prueba estaríamos expuestos a su irreparable violación 
por los demás, y el estado no podría ejercer su función jurisdiccional” (Davis, 1981, p. 13). 
Talavera (2009) señala que:  
[…] “la función fundamental de la prueba es establecer que hechos se vinculan a determinadas 
consecuencias jurídicas, y con ello someter estas a los sujetos” (2009, p. 21). 
Con ello, el autor refiere que las pruebas son elementos primordiales para la determinación 
y vinculación de los hechos con el inculpado, para definir la libertad de un individuo sobre 
quien recae la sospecha de la comisión de un acto ilícito.  
Sánchez (2004) refiere que:   
[…] “la prueba es la cuestión que reviste el mayor apasionamiento en los procesos judiciales, por 
considerar que se han realizados muchos estudios con respecto a la prueba” (2004, p. 637). 
Asimismo, el Tribunal Constitucional refiere que la prueba es un medio por el cual el juez 
obtiene criterios que le sirven para juzgar dentro del proceso penal y sin estas no podría 
sentenciar de manera condenatoria, teniendo en cuenta de que a todas las personas le 
beneficia el derecho a la presunción de inocencia.  
La Norma vigente con relación al Principio de oportunidad, se encuentra debidamente 
establecido en el artículo 2° del Código Procesal Penal, señala los supuestos donde el 
Ministerio Público puede celebrar el principio de oportunidad y lo puede hacer de oficio o a 
pedido de parte; en consecuencia, una vez se hubiese celebrado, deberá de abstenerse de 
ejercer la acción penal. 
Principio de oportunidad: casos en donde se debe de abstener el ejercicio de la acción penal 
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El numeral 1 del artículo 2° del referido cuerpo de leyes establece tres casos en donde el 
Ministerio Público debe de abstenerse de perseguir el delito cuando el sujeto procesal se ha 
acogido al principio de oportunidad, estos son:  
a) Cuando el sujeto haya resultado gravemente afectado por el resultado de su delito que no 
superen los cuatro años de pena privativa de la libertad o cuando la pena resulte innecesaria.  
b) Cuando el delito cometido no afecte gravemente el interés público a excepción de que 
supere el mínimo de dos años de pena privativa de la libertad o cuando hubiese sido cometido 
por un funcionario público en el ejercicio de su cargo.   
c) Que, cuando por las circunstancias del hecho y las condiciones personales del sujeto, el 
Fiscal puede considerar la concurrencia de los supuestos atenuantes regulado en los artículos 
14, 15, 16, 18, 21, 22, 25 y 46 del Código Penal y si se advierte que no hay ningún interés 
público gravemente comprometido en su persecución. En este supuesto no será posible 
cuando se trate de un delito conminado cuya sanción sea superior a cuatro años de pena 
privativa de libertad o cometido ´por funcionario público.  
[…] Son delitos en los que pueden operar el error de tipo y error de prohibición (art. 14 del 
Código Penal), error de comprensión culturalmente condicionado, cuando la cultura les impide 
determinarse que la conducta es antijurídica (art. 15). La tentativa por la que solo se ha puesto 
en peligro del bien jurídico (art. 16), responsabilidad atenuada en los supuestos del artículo 20 
(art. 21), responsabilidad restringida por la edad, entre 18 a 21 años, y mayor de 65 tienen un 
tratamiento más favorable (art. 22), complicidad la que deben estimarse que es en el caso de la 
secundaria o no necesaria (art. 25), la pena, a la que se alude, es la abstracta y no la prognosis e 
igualmente se mantiene la excepción en el caso de funcionarios. Para operar el principio, es 
necesario que el agente haya reparado los daños y perjuicios ocasionados, o exista acuerdo con 
el agraviado en ese sentido (Arbulú, 2015, 159). 
Motivación de las resoluciones  
La motivación en las decisiones que toman los magistrados, por excelencia son el cimiento 
de una justicia que se ampara bajo el marco de la Constitucionalidad y el respeto de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos. 
Ariano (2014) precisa que:  
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[…] “A diferencia del poder legislativo y ejecutivo, el poder judicial es el único ente del Estado al 
cual se le exige motivar sus actos” (2014, p. 76). 
Con justa razón caerá la discusión sobre esta afirmación y es que la fiscalía también tiene la 
obligación de motivar sus pretensiones ante la magistratura.  
El Tribunal Constitucional ha señalado de manera enérgica en su jurisprudencia que, las 
resoluciones judiciales deben de ser motivadas, y ello constituye una garantía para que los 
jueces al momento de pronunciarse en la resolución, emitirán el pensamiento que se formó 
dentro de ellos sobre la causa y por ende los criterios adoptados los cuales les llevo a decidir 
de tal manera en los casos que le competen; de esta forma, le denuestan a los justiciables los 
argumentos decisorios para que puedan ejercer su defensa si es que de la resolución se genera 
agravios en contra de estos.  
Por otro lado, el fundamento 4 del expediente N.° 03943-2006-PA/TC, señala que se ha 
enumerado una tipología de supuestos de vulneraciones a las sentencias judiciales.  
“Tipologías de motivación de las resoluciones judiciales: a). Inexistencia de motivación o motivación aparente, 
b). Falta de motivación interna del razonamiento, c) Deficiencias en la motivación externa, d) La motivación 
insuficiente, e) La motivación sustancialmente incongruente” (Expediente Nº 03943-2006-PA/TC, fundamento 
4). 
El artículo 122° del mismo cuerpo de leyes refiere que son actos del Ministerio Público: 
Dictar disposiciones para decidir la aplicación del principio de oportunidad.  
Se concibe al principio de oportunidad como una facultad jurídica que tiene el Ministerio 
Público, para abstenerse de su ejercicio persecutorio del acto ilícito penal para solicitan ante 
la judicatura el sobreseimiento de la causa bajo los supuestos perseguidos. 
Luján refiere de debe de existir elementos probatorios de la comisión del delito y que estos 
vinculen al imputado, el mismo que debe de asentar su consentimiento para la aplicación del 
citado principio. 
[…] Definición que corresponde al Sistema de Oportunidad Reglada, toda vez que los criterios 
de oportunidad obedecen a supuestos expresamente señalados por ley, a diferencia del Sistema 
de Oportunidad Libre, propia de países anglosajones, como Estados Unidos donde el Titular de 
la Acción Penal tiene plena disponibilidad y discrecional en su ejercicio. Este primer sistema, 
pues, es adoptado por nuestro ordenamiento procesal penal (2013, p. 467). 
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Tramitación del Principio de Oportunidad 
El procedimiento establecido para la aplicación del Principio de Oportunidad se dará con la 
citación de parte del fiscal hacía el imputado y el agraviado para que asistan a la audiencia 
y de esta manera arribar un acuerdo, el cual se documentará en una Acta. 
Arbulú (2015), trata sobre las asistencias de las partes citadas y la formalidad para la 
celebración del acuerdo que se desarrolla gracias al acogimiento del Principio de 
Oportunidad: 
[…] Si no asiste el agraviado, el fiscal planteará la pretensión reparatoria. Si no hay acuerdo 
sobre el plazo para el pago de la reparación civil, el fiscal lo fijará, siendo el máximo nueve 
meses. Si el imputado y la víctima llegan a un acuerdo, y este consta en instrumento público o 
documento privado legalizado, notarialmente no se hará la audiencia (art. 2.3 del NCPP) (p.159). 
Póstumo a la celebración de la audiencia y satisfecha la reparación civil a favor de la víctima, 
el fiscal expedirá una disposición de abstención, asimismo, dentro de sus facultades puede 
hacer lo siguiente:  
[…] Esta disposición impide, bajo sanción de nulidad, que otro fiscal pueda promover u ordenar 
que se promueva acción penal por una denuncia que contenga los mismos hechos. Aquí funciona 
la prohibición de persecución por el mismo hecho a nivel fiscal. 
Cuando haya plazo para el pago de la reparación civil, se suspenderán los efectos de la 
disposición de abstención hasta su cumplimiento. Si la parte imputada no cumple con pagar la 
reparación civil, el fiscal dicta la Disposición para la promoción de la acción penal, la cual es 
inimpugnable.  
El fiscal puede considerar, para suprimir el interés público en la persecución, sin oponerse a la 
gravedad de la responsabilidad, imponer adicionalmente el pago de un importe a favor de una 
institución de interés social o del Estado y la aplicación de las reglas de conducta previstas en el 
artículo 64del Código Penal. El fiscal solicitará la aprobación de la abstención al Juez de la 
Investigación Preparatoria, el que la resolverá previa audiencia de los interesados (Arbulú, 2015, 
pp.159 - 160). 
El Acuerdo reparatorio del Principio de Oportunidad 
La redacción de las normas de principio de oportunidad no está lo suficientemente 
sistematizadas pues luego de establecer las reglas genéricas de aplicación del principio de 
oportunidad, se precisan algunos delitos sobre los que puede haber acuerdos reparatorios. 
EL Nuevo Código PP dice que el fiscal procederá a promover acuerdos reparatorios en 
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los delitos previstos y sancionados en los artículos 122, 185, 187, 189-A Primer Párrafo, 
190, 191, 192, 193, 196, 197, 198, 205, 215 del Código Penal, y en los delitos culposos. 
No rige esta regla cuando haya pluralidad importante de víctimas o concurso con otro 
delito; salvo que, en este último caso, sea de menor gravedad o que afecte bienes jurídicos 
disponibles. 
En el protocolo de Actuación Interinstitucional elaborado por el Ministerio de Justicia - 
Comisión de implementación del Código Procesal Penal se dice que es un mecanismo de 
negociación y solución del conflicto penal que permite la culminación del proceso penal 
previo acuerdo entre el imputado y el agraviado (privilegiando el principio de consenso), 
permitiendo –a su vez que el imputado sea beneficiado con la abstención de la acción penal 
por parte del fiscal y el agraviado con la satisfacción del pago de la reparación civil. 
El fiscal de oficio, o a pedido del imputado o de la víctima, propondrá un acuerdo reparatorio. 
Si aceptan, el fiscal se abstendrá de ejercitar la acción penal. Si el imputado no concurre a la 
segunda citación o se ignora su domicilio o paradero, el fiscal promoverá la acción penal. 
Si la acción penal hubiera sido promovida, el juez previa audiencia, podrá a petición del 
Ministerio Público, con la aprobación del imputado y citación del agraviado, dictar auto de 
sobreseimiento hasta antes de formularse la acusación. 
La resolución solo es impugnable, en cuanto al monto de la reparación civil si esta es fijada 
por el juez ante la inexistencia de acuerdo entre el imputado y la víctima, o respecto a las 
reglas impuestas si estas son desproporcionadas y afectan irrazonablemente la situación 
jurídica del imputado. Podemos apreciar que, si bien en el principio de oportunidad el fiscal 
aun sin la presencia del agraviado lo sustituye y tiene legitimidad para acordar la reparación 
civil, en el caso del acuerdo reparatorio en el que debe primar el consenso es necesaria la 
presencia de imputado y agraviado. Si no hay acuerdo el fiscal promoverá la acción penal. 
Si el imputado no asiste a la audiencia la segunda vez, el fiscal también ejercitará la acción 
penal. 
Con la Ley N° 30076 se ha establecido otros supuestos para que el fiscal se abstenga de 
ejercitar la acción penal y así están señalados en el siguiente párrafo del artículo 2 del NCPP. 
[…] 8. El fiscal podrá también abstenerse de ejercer la acción penal, luego de la verificación 
correspondiente, en los casos en que el agente comprendido en la comisión de los delitos 
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previstos en los artículos 307- A, 307-B, 307-C, 307-D y 307-E del Código Penal, suspenda sus 
actividades ilícitas de modo voluntario, definitivo e indubitable, comunicando este hecho al 
Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental mediante instrumento de fecha cierta. Si la 
acción penal hubiera sido ya promovida, se aplican, en lo pertinente, las mismas reglas 
establecidas en el presente artículo. 
La misma Ley N° 30076 ha establecido prohibiciones de aplicación del principio de 
oportunidad y acuerdo reparatorio en los siguientes casos: 
[…] a) Tiene la condición de reincidente o habitual, de conformidad con los artículos 46-B y 46-
C del Código Penal; 
b) Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera acogido al principio de oportunidad 
o acuerdo reparatorio en dos ocasiones anteriores, dentro de los cinco años de su última 
aplicación, siempre que se trate, en todos los casos, de delitos de la misma naturaleza o que 
atenten contra un mismo bien jurídico; 
c) Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera acogido al principio de oportunidad 
o acuerdo reparatorio dentro de los cinco años anteriores a la comisión del último delito; o, 
d) Sin tener la condición de reincidente o habitual, se hubiera acogido con anterioridad al 
principio de oportunidad o acuerdo reparatorio y no haya cumplido con reparar los daños y 
perjuicios ocasionados o lo establecido en el acuerdo reparatorio. 
En estos casos, el fiscal promueve indefectiblemente la acción penal y procede de acuerdo con 
sus atribuciones. Lo dispuesto en el numeral 9) es aplicable también para los casos en que se 
hubiere promovido la acción penal.  
Podemos determinar que, el principio de oportunidad y el acuerdo reparatorio como 
subespecie, buscan solucionar el conflicto en delitos leves, que no afecten el interés público. 
Aquí no hay sanciones o penas, sino reparaciones o indemnizaciones a la víctima, la que 
interviene para lograr que se pueda fijar montos adecuados que puedan resarcirla de los 
daños ocasionados. El efecto además de dar satisfacción a estos intereses es que la Fiscalía 
y el Poder Judicial se descarguen de estos casos, solucionen conflicto y concentren sus 
esfuerzos en casos de mayor trascendencia social (Arbulú, 2015, p.162). 
Jurisprudencia  
Doctrina Jurisprudencial Vinculante de la Corte Suprema  
[…] Décimo: (…) El proceso penal es un grupo de hechos inclinado a la investigación y 
comprobación de hecho condenables con la finalidad de ordenar la responsabilidad de las 
personas implicadas en tales delitos y establecer su culpabilidad o confirmar su inocencia. Dentro 
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de esta finalidad se han introducido figuras, (…) tendientes a colaborar con los principios que 
rigen al derecho procesal penal, permitiendo la celeridad y economía procesal, así como una 
mayor humanización dentro del proceso. (…) se han agregado métodos donde los imputados 
puedan ejercer su derecho para tener una mejor solución a su caso. Es decir, (…) [se] expandió 
el derecho a las víctimas en el sistema de justicia penal. En este criterio, como el acuerdo 
reparatorio regulado en el artículo 2 incisos 6 y 7 del Código Procesal Penal, como alternativa 
de resolución de conflictos “que busca el resarcimiento de la víctima en determinados delitos 
que permita la ley”. Este arreglo, es un mecanismo legal, respondiendo así a las demandas con 
las necesidades reales de justicia a una lesión a su derecho y bienes jurídicos protegidos, así 
como el daño causado; además, procurando evitar un daño mayor, como resultado directo del 
proceso (…). En su aporte en el medio internacional, de los “Principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones”, establece que los inculpados merecen una reparación plena 
bajo cinco formas, tales como: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición. Estos métodos de alternativas son solución del proceso, se conciben 
como modos de auto-composición procesal, que tienen la misma eficiencia que la sentencia, pero 
se originan, en la voluntad de las partes (fiscal, investigado y/o víctima), o bien en la declaración 
unilateral de una de ellas; parecido, a la solución judicial de la litis, por el Juez, existe la solución 
habitual, por el cual, las partes elevan directamente ante el Juez, sus respectivas peticiones, para 
poner fin al proceso, con el efecto de cosa juzgada propio de la sentencia. (…) Los Acuerdos 
reparatorios han generado nuevos cambios en el ordenamiento procesal. Tiene como finalidad 
de auto-compasión procesal de las partes, teniendo un menor efecto en la integridad personal 
evitando la estigmatización del imputado, donde la victima recibe una pago. (…). Esta solución, 
propuesta por las partes, debe ser tratada por el Fiscal Provincial, quien ejecuta la investigación 
preparatoria, ya sea de conformidad o de oponibilidad, el Juez de la Investigación preparatoria, 
toma de conocimiento el hecho punible, donde las partes de forma voluntaria y conocedoras de 
sus derecho pueden examinar, evaluar y de realizar un análisis de su hecho punible y acogerse a 
la norma del Código Procesal penal. Por lo tanto, lo mencionado el señor Fiscal Provincial de la 
investigación preparatoria y el Fiscal Superior se encuentra de acuerdo con la suspensión, en 
donde, el representante del Ministerio de Público interpuso un el recurso de casación, celebrando 
un acuerdo reparatorio y la celeridad procesal, ya que este trámite debe ser cumplido por las 
partes. En esta línea de ideas, queda claro que el imputado como la víctima, una vez promovida 
la acción penal, tienen legitimidad material como procesal para postular el sobreseimiento en 
base al acuerdo, porque de un lado, el imputado pretende extinguir la responsabilidad penal, y 
del otro, la victima al recurrir al sistema de justicia criminal busca obtener algún tipo de 
reparación o compensación de los daños causados por el delito que ha sido objeto. Esta posición 
reposa no solo en las consideraciones antes expuestas, sino también, en la habilitación legal 
contendida en el artículo 350, inciso d), respecto a que los sujetos procesales pueden peticionar 
el sobreseimiento del proceso. Distinta es la legitimidad para solicitar el sobreseimiento teniendo 
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como presupuesto el retiro o desistimiento del ejercicio de la acción penal, respecto a la cual, 
qué duda cabe, que recae única y exclusivamente en el Representante del Ministerio Público 
(…). (Casación N.° 437-2013-San Martín, de 19-09-2013, que establece que en la Cortes 
Superiores de los Distritos Judiciales en los que se encuentra en vigencia el Código Procesal 
Penal, consideren como doctrina jurisprudencial vinculante lo dispuesto en el f.j.10. Sala Penal 
Permanente [El Peruano 31-05-2014, jurisprudencia, Año XXII, N.° 961, pp. 7087-7091]. (Caro, 
2018, pp. 1028-1030). 
Jurisprudencia de la Corte Suprema  
[…] [Si] bien la defensa del procesado […] durante la audiencia de control de acusación –en 
virtud del literal e) del inciso 1 del artículo 350 del Código Procesal Penal- instó la aplicación 
del criterio de oportunidad, sin embargo, el mismo texto legal indica en el inciso 1 del artículo 
352, lo siguiente “…Finalizada la audiencia el juez resolverá inmediatamente todas las 
cuestiones planteadas…”, en consecuencia, la aplicación del principio de oportunidad no resulta 
ser automática, esto no procede ante la sola invocación del justiciable, sino que debe existir un 
mínimo análisis por parte del Órgano Jurisdiccional a fin de determinarse en cada caso concreto 
si resulta arreglado o no aceptar tal petición, tal como ha sucedido en el presente caso, en tal 
sentido, existiendo permisividad legal para que en la audiencia de control de acusación se efectué 
una evaluación judicial sobre la aplicación o no del principio de oportunidad, debe desestimarse 
la causal invocada por el sentenciado […] en este extremo […]. [Casación N.° 168-2012-
Amazoinas, de 10-08-2012, f.j. 7. Sala Penal Permanente) (Caro, 2018, pp. 1028-1030). 
Jurisprudencia de Sala de Apelaciones  
[…] Tercero. […] [Resulta] evidente que el acusado [fiscal provincial] tenía como objeto 
archivar, de cualquier forma, la causa y así se lo ordenó al servido [técnico subordinado], han 
sido admitidos ambas partes al juicio oral. Por ende, el servidor quien proyecto la Disposición 
Fiscal y pese a que éste le advirtió […] que la Disposición estaba mal por cuanto no podía 
aplicarse la norma legal relacionada con el Principio de Oportunidad al caso concreto al ser el 
denunciado un funcionario público, […] le contesto de mala manera que él era el Fiscal y que 
procediera como se lo había ordenado un funcionario público, […] los elementos objetivos y 
subjetivo del ilícito [de prevaricato] están debidamente acreditados […]. (Expediente N.° 69-
2010-62-2801-SP-PE-01-Secuencial. Sala N.° 62-2010-62, de 30-06-2011, ff.jj. 3 y 4 de los 
considerandos. Sala de Apelaciones de Moquegua) (Caro, 2018, pp. 1028-1031). 
 
[…] Aplicación por el Ministerio Público. El Ministerio Público, en atención a su titularidad en 
el ejercicio de la acción pública, es el único que en aplicación del principio de oportunidad puede 
decidir abstenerse de ejercitar la acción penal o prestar su conformidad para su procedencia, 
cuando sea invocado intra proceso (Exp. Nº 4327-97A-Lima), (Gaceta Jurídica, 2015, p.431). 
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C. Delitos contra la autoridad Policial  
Delito 
Muñoz (2001) determina que el delito es la acción u omisión que el poder legislativo ha 
determinado como dañino para los bienes jurídicos protegidos por la sociedad y por ende 
debe de ser pasible de la sanción penal (p. 63). 
Por ello, la concepción del mismo versa en un supuesto en donde un sujeto cualquiera o con 
características especiales señalado por ley, se encuentra prohibido de transgredir la norma; 
puesto que, si lo hace, cumple con el supuesto fáctico de la ley penal y en consecuencia debe 
de sancionársele con la pena establecida en la ley penal.  
Se concibe al delito como el resultado lesivo de un bien jurídico por el ejercicio de una 
determinada conducta legalmente señalada en el ordenamiento jurídico concerniente 
conforme a lo señalado en el artículo 11° del Código penal peruano que dice: Son delitos y 
faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas por la ley. (Código penal, 2017, 
p. 56) 
García Rivas (1999), define al delito de la siguiente manera:  
[…] En cuanto al concepto de delito, el mismo debe contener necesariamente el aspecto de 
desvaloración jurídica de la conducta, lo que permite considerar al delito como acto desvalorado 
o injusto y no meramente como un acto de desobediencia; es decir, el comportamiento prohibido 
integra un desvalor material. La doble dimensión de la norma jurídica penal está demandando 
una determinada construcción del injusto penal como suma o integración de desvalor de acción 
y desvalor de resultado (p. 23).   
Donna (1996) establece lo siguiente sobre el concepto del delito: 
[…] De la lectura del Código Penal se descubre, en la parte especial, el siguiente panorama. A 
cada acción que se describe allí le corresponde una pena. (…), solo la acción descripta en la ley 
puede ser eficaz para la aplicación de sanciones. Ni la forma de ser de una persona, ni sus ideas, 
en tanto y en cuanto no se concreten en actos lesivos a las normas, pueden llevar a la imposición 
de sanciones y menos aún de medidas de seguridad de tipo penal (pp. 19 – 20). 
Por la naturaleza de la ciencia penal, se emprende que la valoración para determinar si un 
hecho es un delito se desprende con relación al acto ocurrido en el mundo real, más no por 
las características del individuo; esto quiere decir que, el Estado castiga las acciones u 
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omisiones ilícitas, más no al hombre por sus cualidades. Consignándose el valor de 
determinar la igualdad de las personas ante la ley; esto significa que, no hay leyes penales 
especiales para los sujetos; puesto que, si lo hubiese, se estaría gestando condiciones en 
relación a la naturaleza del individuo más no las conductas ilícitas que busca el Estado 
prevenir y sancionar, dicho de otra manera, se establece una discriminación directa con la 
ley penal que pretende describir a un individuo o un grupo determinado para que por su mera 
existencia se pretenda sancionar punitivamente.  
Mir (2003) señala lo siguiente sobre la teoría del delito: “La teoría del delito reúne en un 
sistema los elementos que, en base al Derecho positivo, pueden considerarse comunes a todo 
delito o a cierto grupo de delitos (p. 75). 
Cabe resaltar que la teoría de delitos es un sistema de filtros inteligentes que permiten 
dilucidar la responsabilidad penal que tiene un determinado sujeto, del quien recae una 
sospecha sobre la comisión de la infracción de la ley penal. 
Tipicidad 
La tipicidad es el supuesto de hecho taxativamente expuesto en la ley penal que mantiene en 
público conocimiento a los ciudadanos partes del Estado que conductas, por ley, se encuentra 
penalmente sancionadas.  
Muñoz (2001) define a la tipicidad como: la adecuación de un hecho cometido a la 
descripción de ese hecho se hace la ley penal (p.  70). 
Cabe resaltar que el tipo penal es un elemento descriptivo de la acción humana que se 
considera punible. 
Imputación objetiva 
Es la realización objetiva del tipo penal que se produce por la concurrencia de los aspectos 
objetivos de la acción, los sujetos, el resultado y la lesión del bien jurídico. 
Calderón (2009) sostiene que: La imputación objetiva es la pertenencia objetiva de hecho 
descrito en el tipo a su autor (p. 43).  
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Aquella imputación, es reconocida al individuo por los efectos que llegasen a tener sus actos, 
Jakobs refiere que la imputación objetiva es tan igual como los frutos del trabajo del hombre; 
puesto que, si este no trabaja entonces no produce. El regocijo de cometer un ilícito penal se 
pone en manifiesto una vez el individuo haya alcanzado a obtener los resultados de su acción 
delincuencial, esa conducta motivada y destinada para perjudicar a otro (la víctima) se funda 
en la necesidad de recibir un beneficio a causa del acto injusto, la recompensa puede ser 
patrimonial; pero, en este caso materia de investigación se funda en la necesidad de repeler 
la acción de la autoridad para liberarse del alcance de la justicia penal.   
Antijuricidad  
Welzel (1956) dice lo siguiente sobre la antijuricidad: La antijuricidad es el juicio negativo 
de valor que recae sobre una conducta humana (p. 86). 
Es por ello que se le reprocha jurídicamente al individuo que cometió un hecho punible 
exigiéndole su abstención a la comisión de la misma o el de haber realizado otra distinta que 
no hubiese lesionado el bien jurídicamente tutelado por la ley penal. 
Causas que excluyen la antijuricidad  
Son eventos excepcionales que, a pesar de ser típicas no pueden ser consideradas como 
antijurídicas, y por consiguiente se extingue el hecho la posibilidad de concebir un acto 
ilícito.  
Welzel (1956) considera que son partes de conductas justificadas: la defensa legitima; el 
estado de necesidad; el principio general de justificación; los derechos extraordinarios 
ejercicios de propia mano o por mano propia, derechos forzosos de particulares; el actuar 
sobre la base del consentimiento del lesionado; el actuar en interés y con supuesto 
consentimiento del lesionado; y, la suposición errónea de fundamentos de justificación.  
La defensa legítima  
[…] “la defensa necesaria es aquella que se utiliza para contrarrestar una agresión ilegítima, es actuar 
en contra de quien se agrede o a favor de un tercero agraviado; esto quiere decir que, el derecho no 
sede ante lo injusto” (Welzel, 956, p. 91) 
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Este acto constituye un derecho del ciudadano, la defensa cumple dos roles, una la de 
preservar la integridad personal y colectiva, y otra de prevención para la protección de los 
bienes jurídicos.  
El estado de necesidad justificante 
El estado de necesidad constituye una situación de conflicto entre distintos males que sólo 
puede evitarse lesionando un bien jurídico ajeno, es decir, ocasionado una infracción 
típica (Calderón, 2009, p. 54). 
El derecho penal no exige que los particulares actúen como héroes, por el contrario, exige el 
cumplimiento de conductas que de acuerdo al evento en el cual se encuentran, pues realicen 
lo más correcto; en este caso, se disculpa la infracción a un bien para tutelar otro. 
Obrar por dispersión de la ley 
[…] “Cuando el derecho impone a alguien el deber de realizar un hecho previsto en un tipo penal o 
le confiere un derecho que se lo permite, es evidente que no puede considerarse su conducta 
prohibida” (Calderón, 2009, p. 59). 
Obrar en cumplimiento de un deber 
[…] “La conducta típica se verifica cuando se ejercita un derecho subjetivo otorgado por una norma 
de derecho público o privado o derivado de la costumbre” (Calderón, 2009, p. 59). 
Obrar conforme a la legitimidad jurídica, por condición de oficio o por cargo determinado 
conforme a ley: 
 […] “No basta invocar un deber de función para justificar un acto, se requiere que el autor realice 
la conducta dentro de los límites del derecho, si hay extralimitación, deja de ser lícita” (Calderón, 
2009, p. 59).  
Culpabilidad 
Es la valoración jurídica de las características personales del sospechoso de la comisión de 
un delito, en este extremo se examina el vínculo entre persona y su acción antijurídica. La 
culpabilidad es la conciencia que tiene el agente de la antijuricidad en su acción” (Calderón, 
2009, p. 61).  
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Causas de exclusión de la culpabilidad 
Al respecto de las mismas tenemos las causas de inimputabilidad, error de prohibición, error 
de comprensión culturalmente condicionado y miedo insuperable.  
Jurisprudencia 
[…] La función de control social de la Ley Penal, reconoce como uno de sus principios, la 
imputación al autor de la infracción, lo que significa que la prueba debe establecer el nexo de 
causalidad entre la acción u omisión intencional y sus efectos tengan que ser evaluados 
adecuadamente (R.N. Nº 2359-2003-Lima). (Gaceta Jurídica, 2014, p. 62). 
La institución de la imputación penal con relación al autor del ilícito penal se justifica en 
este fundamento, puesto que, debe de existir un nexo de causalidad sobre la acción ejecutada 
-sea esta de acción directa u omisión intencionada- con el resultado obtenido; estos efectos, 
deben de alcanzar al victimario de una manera verosímil sin que medie durabilidad con 
relación a su participación en el acto injusto, para que de esta manera se revoque la 
institución de presunción de inocencia y se actué de manera coercitiva sobre su libertad de 
tránsito u otras sancionatorias que prevé el Código Penal para con el delito cometido.  
[…] De acuerdo a la moderna teoría de la imputación objetiva, no puede atribuirse 
objetivamente el resultado a quien con su acción no ha creado para el bien jurídico 
ningún riesgo jurídicamente desaprobado (R. Nº 1767-97-Lima). (Gaceta Jurídica, 
2014, p. 62). 
No toda conducta desplegada debe de tomarse como un disvalor, puesto que, la acción 
ejecutada debe de poner en manifiesto el ejercicio de conductas direccionadas a causar grave 
daños al sujeto o la sociedad; pretender sancionar cualquier tipo de conducta sería el ejercicio 
abusivo del ius puniendi y la violación de la garantía de legalidad, puesto que, la autoridad 
pretendería perseguir a todos los miembros de la comunidad y catalogarlos según sus 
actividades como actores violatorios de los bienes jurídicos de la sociedad según su criterio 
penal y en consecuencia se los encausaría a través de la legislación procesal y opiniones 
particulares, apartándose de los propósitos propios de un Estado Constitucional de Derecho.    
Delito de resistencia o desobediencia a la autoridad 
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Con la modificación del artículo 368° del Código Penal a causa del artículo 1° de la Ley N.° 
29439, de fecha 19 de noviembre del 2009, se estableció la referida norma de la siguiente 
manera:  
[…] El que desobedece o resiste la orden legalmente impartida por un funcionario público en el 
ejercicio de sus atribuciones, salvo que se trate de la propia detención, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de seis meses ni mayor de dos años. 
Cuando se desobedezca la orden de realizarse un análisis de sangre o de otros fluidos corporales 
que tenga por finalidad determinar el nivel, porcentaje o ingesta de alcohol, drogas tóxicas 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, la pena privativa de la libertad será no 
menor de seis meses ni mayor de cuatro años o prestación de servicios comunitarios de setenta 
a ciento cuarenta jornadas (Tribeño, 2017, p.143). 
Se ejecuta el ilícito penal de desobediencia cuando la persona se resiste o desobedece la 
orden dada por una autoridad competente; es decir, que por voluntad propia decide realizar 
un acto inverosímil a lo pedido. 
Jurisprudencia  
[…] Se ha establecido que el delito de desobediencia a la autoridad es un delito de estado, que 
aparece desde que el agente se muestra renuente a acatar la orden impartida por un funcionario 
público en el ejercicio regular de sus funciones, por ello el hecho antijurídico no desaparece por 
el cumplimiento posterior del mandato desobedecido. (Expediente N.° 4133-97-Lima), (Gaceta 
Jurídica, 2014, p. 388). 
De la jurisprudencia se desprende el criterio de sustentar que la acción dolosa de parte del 
sujeto activo esta direccionado no acatar de manera inmediata y obediente las órdenes 
impartidas por la autoridad en el ejercicio de sus funciones. Dicho accionar genera un 
disvalor con relación al sujeto sobre el reconocimiento de la ejecución de actos emanados 
propios por el Estado Constitucional de Derecho y recaído en la autoridad funcional. En tal 
sentido, se asume que la conducta del victimario se funda en la disgregación de los valores 
en la cual se funda la sociedad organizada y su comportamiento inocuo lesiona el ejercicio 
de función de la autoridad.  
[…] La violencia y resistencia a la autoridad consiste en desobedecer o resistir la orden impartida 
por un funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones. Por lo tanto para que se consuma 
dicha acción típica basta el incumplimiento de la orden u omitir su realización, siempre y cuando 
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ésta se encuentre dentro del marco de la ley. (Expediente N.° 3297-98-Lima), (Gaceta Jurídica, 
2014, p. 388). 
A través de la citada jurisprudencia, el sustrato en el cual se funda la sentencia penal para la 
comisión de este delito es la conducta indubitable del sujeto activo de rehusarse a obedecer 
y desconocer la institución de la autoridad y para la consumación de sus actos; éste puede 
actuar de movido por una actitud violenta o indiferente frente a las órdenes del funcionario. 
Concibe la jurisprudencia de que las órdenes dictadas por el funcionario deben ser unas 
acordes por la ley; en tal sentido, las órdenes extra-legales no deberían de ser obedecidas; y 
la exigencia de parte del funcionario en hacerlas acatar a los particulares sería conocido 
como acto abusivo del derecho de parte de la autoridad.  
Bien jurídico tutelado 
Al respecto del bien jurídico protegido, Pizarro (2008), dice: 
[…] “respeto al principio de autoridad”; moderadamente sostenida solo por la doctrina más 
conservadora. Para otros, es el “la dignidad de la función pública. Señala que, lo considera como “el 
libre ejercicio de una autoridad adecuada a Derecho”. (2008. p.213).  
Para Donna (2002), el bien jurídico protegido es: La protección penal acordada por este tipo 
penal se asienta en la necesidad de proteger el normal y buen desarrollo de las funciones que 
detentan las autoridades y sus agentes para asegurar su completa y eficaz ejecución (p. 38). 
Mezger (1963), refiere que, de una manera más amplia se puede afirmar que el bien jurídico 
protegido es la integridad de la organización estatal de las autoridades. (p. 374). 
Creus (1981), considera que:  
[…] El interés social protegido por medio de la incriminación de esta conducta es, entonces, de 
un modo inmediato, la libertad de determinación del funcionario, vale decir, su libertad de 
decisión en su fase funcional. Mediatamente, lo que queda resguardado es la libertad de la 
administración pública en todas sus facetas, la cual se sirve del funcionario para alcanzar, de 
manera normal y regular, sus fines. Y esto surge patente de la última parte del tipo penal en 
cuestión, oración en la que se requiere la exigencia por parte del sujeto activo de la ejecución u 
omisión de un acto propio de su ámbito, con lo que queda demostrada la aspiración del legislador 
de proteger el ejercicio de la función desempeñada por el ofendido, tendiendo de esa manera a 
garantizar la incolumnidad funcional contra los hechos que constituyan atentado. (p. 9). 
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Al respecto del sujeto activo, en principio se concibe de que puede ser cualquier 
persona que actúa en contra de la administración pública, esto no excluye de que pue 
el sujeto activo pueda ser también un funcionario o servidor público. 
Donna (2002), señala que, el autor de este delito puede ser cualquier persona, incluso un 
funcionario público, supuesto en el cual la pena se agrava, dada la especial calidad que 
reviste el sujeto activo (p. 43). 
Sobre el sujeto pasivo, se comprende que es el Estado como titular del bien jurídicamente 
protegido y subsidiariamente, el funcionario o servidor público o la persona sobre quien 
recae la acción típica. 
[…] sujeto pasivo es el funcionario público, en el ejercicio de sus funciones, o la persona que le 
prestare asistencia a su requerimiento o en virtud de un deber legal en ese ejercicio. Como se ha 
visto, también puede ser sujeto pasivo la persona que le prestare asistencia al funcionario público 
a su requerimiento o porque tenga un deber legal de hacerlo. Para Núñez, estamos ante un deber 
legal de asistencia, cuando le ha sido impuesto por una ley nacional, provincial o municipal. 
(Donna, 2002, p. 44). 
Rojas (2002) señala que lo siguiente con relación al sujeto activo: 
[…] “El tipo amplia la calidad de sujeto pasivo a un tercero que no es funcionario público pero que, 
dada la importancia de su papel de apoyo, auxilio o presencia para el cumplimiento o aplicación del 
acto funcional, requiere se le brinde una tutela idéntica al funcionario” (2009, p. 729).  
El comportamiento típico, para Pizarro (2009), es el siguiente: 
[…] a. “Hacer imposible la realización de un acto funcional específico y propio de las atribuciones 
del funcionario. 
b. Entorpecer o dificultar la puesta en práctica de un acto funcional legítimo” (2009, p. 214). 
Al respecto de las formas agravadas, el código establece en el artículo 667° las agravantes; 
en donde la variación de la pena se da en la calidad de la comisión del hecho punible, como 
la calidad de los sujetos que se formarían como víctimas del ilícito.   
Es indispensable señalar el desarrollo que Cabanellas realizó a las trayectorias de la tesis 
punitiva; puesto que, resalta algo muy importante y que se advoca a este extremo de la 
investigación, y es que, al pasar de los tiempos el tratamiento de la asación del delito ha 
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derivado los roles de los papeles de los intervinientes; explico, si antes el fuerte era la 
autoridad con relación a su capacidad de someter, en los tiempo de ahora el débil tiene la 
posición de autoridad para reducir y poner a disposición de la autoridad jurisdiccional a éste 
último para que sea reprimido penalmente; sin embargo, él débil a pesar de ser autoridad aun 
en estos tiempos puede ser reducido por el fuerte agresor,  y éste último acogiéndose a la 
institución del Principio de Oportunidad puede verse sancionado solamente con una 
reparación civil de la cual puede pagar la mitad de la misma, una minúscula parte porcentual 
del total e incluso nada. 
El fuerte es ahora el que se margina de la ley y el débil es la autoridad a la cual se la maniata 
impidiéndole actuar; unos se desenvuelven con medios que la ilegalidad les da y que hacen fácil 
su tarea, en tanto que quienes ejercen esa autoridad se encuentran sujetos a normas que les 
obligan a someterse a determinadas exigencias que impiden su libertad de acción. La realidad es 
que, de una forma u otra, hay quienes gozan de impunidad para delinquir. ¡Esto no es lógico! 
Nada mejor para hundir un gobierno que un sistema por el cual unos pocos pueden conmover las 
estructuras del país con secuestros, asesinatos, extorsiones y la gama de crímenes que el Código 
Penal sanciona, y a los que se intenta de disfrazar de delitos políticos (Cabanellas,1993, p.17). 
A través de esta descripción debidamente fundada, entendemos que, para protegernos de la 
violencia que es congénita a la familia humana, el Estado se hace valer a través de 
funcionarios quienes en el ejercicio de su función se encuentran expuestos a la agresividad 
de los sujetos que invocan la violencia para afrontar sus problemas; circunstancias que 
revisten la situación de hecho en donde el poderoso es amedrentado por los particulares en 
el ejercicio de su función.  
1.3.FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
Considera Calderón de la Barca & Bono López (2009) que, “el plantear el problema de 
investigación significa enunciar el problema y formularlo” (2009, p. 9).  Esto significa que, 
un problema de investigación no debe de ser algo tedioso de plantear, ni mucho menos un 
enunciado negativo y que por defecto debe de ser comprobado como tal; sino que, por el 
contrario, debe serlo planteado para dar respuestas útiles para la resolución de una cuestión 
práctica o teórica indistintamente del trabajo de investigación a realizarse, pero siempre con 
el objeto de mejora e innovación en el desarrollo del proyecto. Cuando los miembros 
funcionarios públicos encargados de mantener el orden institucional y velar por la seguridad 
social, los bienes públicos y privados de los particulares y del Estado, en el ejercicio de sus 
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funciones y siguiendo las órdenes de sus superiores, realizan actos para disuadir el conflicto 
emergente, entonces, estos grupos sociales arremeten en contra de la fuerza Estatal para 
seguir con los actos que generan agravios en la sociedad.  
La causa a la cual apelan los civiles que se encuentran involucrados en estos actos de 
resistencia y desobediencia a la autoridad, es porque consideran sé que encuentran 
legitimados a defender sus derechos y los bienes jurídicos que se encuentran en riesgo por 
la acción de las fuerzas del orden. 
Entonces, de la colisión de estas dos fuerzas se desencadena una serie de resultados en donde 
ambos extremos presentan heridos e incluso fallecidos por aquel enfrentamiento, así como 
también, muchos civiles son procesados por los actos ilícitos sobre cual recae la sospecha, 
así como en los policías de quienes se sospecha lo mismo. Debe de entenderse, que dentro 
de los procesos en que se siguen en contra de los particulares, los mismos pueden adecuar 
sus conductas a las eximentes establecidas en el código penal con la finalidad de que no se 
los hallase responsable de la supuesta comisión de un delito. Mientras que, al policía 
debidamente identificado se le reconocerá como un posible culpable sobre los hechos que se 
le imputa debido a que el Estado no los protege jurídicamente de la manera idónea para 
salvaguardar la defensa de sus intereses. 
En este extremo, la investigación propone que las autoridades advocada al conocimiento de 
las causas judiciales penales deben de aplicar las eximentes establecidas en el código penal 
bajo un criterio riguroso, el cual, no demeritará el consentimiento de la impunidad ante los 
actos que desencadenan la comisión de los delitos de resistencia y desobediencia autoridad. 
Problema general 
¿De qué manera influye el ius puniendi del Estado ante la aplicación del Principio de 
Oportunidad en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales, en el distrito 
judicial de Lima Norte? 
Problema específicos 
Problema específico 1 
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¿Qué criterios desarrolla el Ministerio Público cuando se solicita el principio de Oportunidad 
ante la comisión de los delitos contra funcionarios policiales, en el distrito judicial de Lima 
Norte? 
Problema específico 2 
¿Podría vulnerarse el derecho de las victimas amparadas por el Ius Puniendi cuando se aplica 
el Principio de Oportunidad en el delito de desobediencia y resistencia a la autoridad, en el 
distrito judicial de Lima Norte? 
1.4. JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO 
Teórica  
Esta investigación es importante debido a que nuestra sociedad muy conflictiva, cabe resaltar 
de que la autoridad es muy cuestionada, ya que en reiteradas ocasiones se han visto inmersos 
en hechos ilícitos los cuales generan el desprestigio de la institución y la autoridad; pero, se 
debe advertir que son ellos quienes se encuentran encargados de proteger y actuar conforma 
a ley frente a los actos que ponen en riesgo la integridad de todos los ciudadanos.  
Por tales razones, cuando los civiles se resisten o desobedecen a estos funcionarios conforme 
a lo señalado en el artículo 368° del Código Penal, se amparan ante la aplicación del 
Principio de oportunidad, en consecuencia, tienen el castigo que reciben a comparación del 
daño ocasionado no es significativo en relación a su proporción y a su ejecución, pues el 
ente no hace efectivo el cumplimiento total de las reparaciones; dejando de esta manera una 
sensación de agresión sin sanción.  
Metodológica  
Esta investigación permitirá el reconocimiento de la comunidad jurídica como investigadora 
del derecho, con la aplicación de la estructura y diseño de la investigación científica, la 
misma que avala el recogimiento del derecho como ciencia.  
Esta investigación es importante, puesto que se aplicará el método, procedimiento, técnica e 
instrumentos de recolección de información, para el tipo de investigación jurídica, se dará 
importancia a las entrevistas de especialistas en derecho Penal y Constitucional; por lo que, 
el aporte de la investigación estará dado en el análisis de la Constitución, la ley penal y la 
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jurisprudencia, por lo que el tema de esta investigación será genuino y tendrá un alcance 
descriptivo. 
Práctica 
La investigación es importante debido a que da solución a un problema que causa agravio a 
la sociedad debido a que la resistencia o desobediencia ejecutada en contra de la autoridad 
es un hecho latente que pone en un grave estado de alerta a la comunidad, debido a que la 
tolerancia y el permiso indiscriminado de estas acciones genera un ambiente de inseguridad 
social en donde los ciudadanos pueden llegar a ser capaz de tomar acciones a mano propia 
en contra de sus iguales y las autoridades que están encargadas de proteger la sociedad y 
conociendo los alcances legales que ampara el Principio de Oportunidad, se amparan e 
incumplen sus efectos.  
Jurídica 
La investigación es importante debido a que permitirá tener un mejor control con relación a 
la aplicación del principio de oportunidad de parte del Ministerio Público ante la comisión 
del delito de desobediencia y resistencia a la autoridad, con relación a quienes se sometan a 
la misma; debido a que los sujetos que se someten a esta institución, posteriormente omiten 
con el cumplimiento de lo que esta exige e incluso reiteran en el ánimo de seguir con el 
proceder delictivo en contra de la autoridad. 
Social 
A través de esta investigación, se pone en público conocimiento de que la ley está por encima 
de todos y en consecuencia, tanto los servidores públicos, funcionarios o civiles que 
infringen la ley, una vez que se someten a la institución del Principio de Oportunidad, están 
en la obligación de velar por el respeto del compromiso y no reiterar en póstumas actividades 
delictivas, sobre todo cuando reiterar en el delito de desobediencia y resistencia a la 
autoridad; puesto que, la autoridad Judicial deberá de tomar medidas de penas concretas de 
encontrarse responsable de la comisión del referido delito. Con esto, se reprende a la 
sociedad para desestimular las conductas delictivas y que operen conforme a lo exigido en 
el marco legal.  
Relevancia  
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La presente investigación es importante debido a que guarda connotaciones relacionadas a 
los fines que persigue la sociedad, los cuales son de prevención y sanción ante los hechos 
punibles de esta manera se pretende establecer un marco preventivo a través del REGISTRO 
DE DEUDORES DEL ACUERDO REPARATORIO, a efecto de que el fiscal competente 
tenga en cuenta su situación legal y en consecuencia se limite o sea más riguroso el 
acogimiento de este principio al agente dañino de la sociedad.  
Contribución  
Esta investigación contribuye con la implementación del REGISTRO DE DEUDORES DEL 
ACUERDO REPARATORIO, de esta forma, los fiscales, jueces, abogados, víctimas y 
público en general, conozcan de la situación del agente infractor de la ley penal y traten con 
rigurosidad su responsabilidad penal; ya que, los acogimientos a estas medidas de 
oportunidad no han sido suficiente para su regeneración. 
1.5. SUPUESTOS U OBJETIVOS DE TRABAJO 
Supuestos jurídicos 
Vélez (2003) determina que es la respuesta tentativa que surge como consecuencia del 
análisis exhaustivo de la problemática (p. 4).  
Por ello, el supuesto es el hecho que se pretende demostrar por medio de la investigación 
jurídica cualitativa.   
Supuesto general 
Con el acogimiento del Principio de Oportunidad ante el Ministerio Público, se limita la 
persecución penal del delito y el victimario se somete a un Acuerdo Reparatorio, pero, el 
Fiscal no controla el cumplimiento del Acuerdo Reparatorio. 
Supuestos específicos  
Supuesto especifico 1: 
El Ministerio Público no ha desarrollado un criterio restrictivo al Principio de Oportunidad 
en contra de las personas reincidentes en los delitos contra funcionarios policiales. 
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Supuesto especifico 2: 
Se vulnera el derecho de la víctima del delito contra funcionarios Policiales amparadas por 
el Ius Puniendi y se quebranta el Acuerdo Reparatorio del Principio de Oportunidad cuando 
el Fiscal no exige el cumplimento total de la obligación en el plazo establecido. 
Objetivos 
Objetivo general 
Analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del Principio de Oportunidad 
en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales, en el distrito judicial de 
Lima Norte. 
Objetivos específicos  
Objetivo específico 1: 
Determinar el criterio que desarrolla el Ministerio Público cuando se solicita el principio de 
Oportunidad ante la comisión de los delitos contra funcionarios policiales, en el distrito 
judicial de Lima Norte. 
Objetivo específico 2: 
Determinar la vulneración del derecho de las victimas amparadas por el Ius Puniendi cuando 
se aplica el Principio de Oportunidad en el delito de desobediencia y resistencia a la 






2.1. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN  
Sánchez y Reyes (1998) sostienen que, un diseño de investigación viene hacer la forma 
ordenada que el investigador utiliza al momento de realizar el control de las variables, 
relacionándolas, observándolas y cumpliendo con el objetivo trazado (p. 57). 
Entonces, el diseño de investigación es el esquema que el investigador pondrá en práctica 
para alcanzar los resultados de información científica. 
El presente trabajo se desarrolla bajo el diseño de teoría fundamentada. Hernández, 
Fernández y Baptista establecieron que, cuando no se dispone de teorias o éstas son 
inadecuadas para el contexto o el tiempo y, ademas se trata de estudiar las ciencias sociales 
y el comportamiento humano, el criterio de eleccion del diseño de investigacion esta 
orientado al diseño de Teoria Fundamentada (2014, p. 471) 
Ante ello, se debe de adicionarle que “para explicar un fenómeno o responder al 
planteamiento del problema, los instrumentos para la recolección de datos más comunes son 
las entrevistas” (p. 472). 
El diseño de la investigación será la de teoría fundamentada, se desarrollará teorías acerca 
del principio del ius puniendi, del principio de oportunidad, del delito contra funcionarios 
policiales, debido a que su empleo se funda en la habilidad de producir nuevos criterios y 
conceptos.  
Este diseño nos va permitir analizar las resoluciones en donde el Ministerio Público celebra 
con el procesado el principio de oportunidad y así también determinar a través de la 
documentación legal sí se está dando la efectividad de los acuerdos tomados.  
Con lo señalado anteriormente, se comprende que, el enfoque cualitativo, esta direccionado 
a estudiar las cualidades de los individuos, a quienes se los considera como productores de 
conocimiento y se busca comprender las interacciones entre ellos mismos; en ese enfoque, 
no buscamos una sola verdad, sino que se persigue múltiples verdades. Otra característica 
está direccionado a las relaciones sociales, la vida cotidiana, los problemas, etcétera. Por 
ello, es que se lo concibe como un enfoque flexible y es indispensable establecer que el 
investigador no es el objeto, sino que debe de involucrarse en el problema.  
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Según, Carrasco (2009), las investigaciones cualitativas se basan más en un proceso 
inductivo, que es el método científico que obtiene conclusiones generales a partir de 
premisas particulares ya que coloque una palabra más adecuad como: toda vez que parten 
de lo particular a lo general (p. 8). 
Es necesario establecer que el enfoque cualitativo está orientado a la expansión o dispersión 
de los datos e información, por lo mismo que nuestra investigación se sustenta en dicho 
enfoque.  
 
Figura 1. Diseño de investigación. 
Fuente: Elaboración propia  
2.1.1. Tipo de investigación 
La investigación ha sido desarrollada dentro del marco de teoría básica. 
El tipo de investigación básica esta direccionado a tener información de la vida y del cómo 
se manifiestan en la realidad pues de esta manera se podrá inferir teorías científicas que 
cooperen al desarrollo de la ciencia. Los resultados alcanzados tienen como principal 
característica el ser y teórico (Valderrama, 2013, pp. - 38 – 39).  
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Es recomendable el enfoque cualitativo cuando la investigación ha sido poco explorada o no 
se la ha practicado con relación a grupo social específico; se tiene en cuenta que, el propósito 
de la investigación cualitativa inicia con la idea de investigación.   
Al respecto, Comboni y Juarez (2011) señalaron que, el enfoque cualitativo está orientado a 
entender y comprehender un suceso de la realidad para realizarse un análisis, debido a sus 
connotaciones se lo concibe como subjetivo e incompleto de cientificidad (pp. 141-142). 
2.2. MÉTODOS DE MUESTREO  
2.2.1. Tipo de muestreo 
El tipo de muestreo que se va a llevar a cabo en la presente investigación con relación a la 
aplicación del ius puniendi del Estado ante el principio de Oportunidad en el Ministerio 
Público en los delitos contra funcionarios policiales; está conformado por las resoluciones 
de principio de oportunidad y en específico ante los delitos de desobediencia y resistencia a 
la autoridad en el año 2017; asimismo, el muestreo es No probabilístico, ya que implica que 
por criterio del investigador ha creído necesario considerar entrevistar a personas de la 
especialidad de la materia; es decir, 4 abogados especialistas en Derecho Penal y Procesal 
Penal y 6 Funcionarios del área de Procuraduría del Ministerio del Interior.  
Se entiende por muestra a la parte seleccionada de nuestra población de estudio y las 
respuestas obtenidas por estos será la representación genérica de nuestra población (Witker, 
1991, p. 107). 
Esto es, que la población total de los sujetos de estudio, el investigador tiene la posibilidad 
de seleccionar de manera aleatoria a los individuos que pretende entrevistar, de las respuestas 
concebidas de este grupo específico, se estandarizará los resultados a efectos de concebir 
como el pensamiento general de la población. 
Siendo pues que, en esta investigación se utilizará la muestra no probabilística, que supone 
como el subgrupo que el investigador elige de la población, su reconocimiento para ser 
objeto de análisis no depende de la probabilidad para ser electos, sino que se ciñe por sus 
características (Hernández, Fernández y Baptista, 2014, p. 176). 
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Debido a esto, en nuestra investigación se utilizó la muestra no probabilística debido a que 
se pretende entrevistar a expertos sobre la materia, siendo ellos abogados especializados en 
el Derecho Penal y sobre todo que conocen de los asuntos de delitos contra funcionarios 
policiales.   
2.2.2. Escenario del estudio 
El escenario de investigación se desarrolló conforme al espacio físico donde se aplicará las 
entrevistas y encuestas, por lo que es necesario precisar que las entrevistas y encuestas se 
aplican a una persona calificada y también donde se va entrevistar.  
Al respecto, el escenario de estudio se realizará en las resoluciones de principio de 
oportunidad y acuerdo reparatorio del Ministerio Público en el distrito judicial de Lima 
Norte, en el año 2017 con relación a los delitos de desobediencia y resistencia a la autoridad 
regulados en el Código Penal peruano de 1991. 
Es por ello que, es necesario entrevistar a los miembros de la Procuraduría Pública del 
Ministerio del Interior, puesto que, a ellos les alcanza los efectos del principio de 
oportunidad y participan también del acuerdo reparatorio y los abogados especialistas, 
porque son los que lidian cotidianamente sobre estos asuntos.  
Caracterización de los sujetos  
Son los agentes de la Procuraduría Pública del Ministerio del Interior y Abogados litigantes 
especializados en Derecho Penal y Procesal Penal de Lima Norte.  
Tabla 1. Caracterización de sujetos 
NRO. NOMBRES Y APELLIDOS PROFESIÓN CARGO INSTITUCIÓN 
01 Rosmery Cuya Carranza Abogada Coordinadora 




Ministerio del interior.  
02 Carlos Gómez Tafur Abogado Procuraduría 
Sector Interior 
Ministerio del interior.  
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03 Javier Humberto Torres Gutarra Abogado Procuraduría 
Sector Interior 
Ministerio del interior.  
04 Samuel Walter Romero Aparco Abogado Procuraduría 
Sector Interior 
Ministerio del interior.  
05 Luis Alberto Del Castillo Soria. Abogado Procuraduría 
Sector Interior 
Ministerio del interior.  
06 Vicente Berrocal Rojas Abogado Procuraduría 
Sector Interior 
Ministerio del interior.  
07 Marcelino Pacheco Peceros Abogado Abogado 
defensor 
Estudio Jurídico G.M.R. 
Asociados. 
08 Richard Artidoro Vega Vargas. Abogado Abogado 
defensor 
Estudio Jurídico G.M.R. 
Asociados. 




Estudio Jurídico G.M.R. 
Asociados. 
10 Silem Caleb Fernández Sullca. Abogado  Abogado 
defensor 
J y L Servicios 
Industriales Mecatronic 
S.A.C. 
Fuente: Elaboración propia  
2.2.3. Plan de análisis o trayectoria metodológica 
Se considera que, el plan de análisis es la ejecutado a la presente investigación, conforme a 
su enfoque cualitativo, es el que está basado en la teoría fundamentada, debido a que da lugar 
a la extracción de información relevante que permitirá la interpretación y análisis de los datos 
obtenidos para sustentar el conocimiento rescatado del tema.  
El método analítico es el que se utiliza para realizar la desmembración de un todo, 
disgregándolo en sus partes o elementos para observar las causas, naturaleza y efectos; 
siendo pues el análisis: la observación y examen de un hecho particular (Ruiz, 2007, p. 13). 
Al respecto del método deductivo, se comprende que es la aplicación de los conceptos 
teóricos que se muestran como como de carácter científico en la justificación intelectual del 
fenómeno estudiado; entiéndase que, es la deducción de la teoría general para realizar la 
explicación del hecho en particular (Garcés, 2000, p. 80).  
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2.3. RIGOR CIENTÍFICO  
Es la aplicación metodológica para alcanzar la información de la investigación científica, 
este resultado tiene la calidad de auténtico y, en consecuencia, no debería de sufrir 
alteraciones, debido a que cuenta con valoraciones, las cuales son: (a) Validez interpretativa 
y (b) Validez argumentativa.   
La validez, es el estado de la investigación en la cual se busca relacional y contrastar los 
resultados que aquellos estudios paralelos o similares que se en el marco teórico referencial 
(Martínez, 2004, p. 77). 
La presente investigación ha sido validada por tres asesores expertos en la materia del 
derecho y la metodología, otorgándole la validez a mis instrumentos que conforman la ficha 
de análisis de resoluciones y la guía de entrevista. 
Tabla 2. La validación 
N.° NOMBRES Y 
APELLIDOS DEL 
VALIDADOR 
ESPECIALIDAD CARGO INSTRUMENTO 
01 Dr. Jaime Elider Chávez 
Sánchez 
 Docente Docente de la Escuela 
Profesional de 
Derecho de la UCV de 
Lima Norte. 
Ficha de análisis de 
resoluciones.  
Guía de entrevista  
 
02 Dr. José Gamarra Ramón  Docente Docente de la Escuela 
Profesional de 
Derecho de la UCV de 
Lima Norte. 
Ficha de análisis de 
resoluciones. 
Guía de entrevista  
  
03 Dr. Miguel Ballesteros 
García 
Docente Docente de la Escuela 
Profesional de 
Derecho de la UCV de 
Lima Norte. 
Ficha de análisis de 
resoluciones. 
Guía de entrevista  
  
Fuente: Elaboración propia 
Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
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Torres (2002) señaló que, las técnicas constituyen los recursos de apoyo metodológico para 
el desarrollo de la investigación, puesto que, permite realizar y dirigir actividades programas 
para lograr el éxito deseado (p. 80). 
Es por ello que, la recolección de datos es el mecanismo que sirve de apoyo para sustentar y 
definir cada parte de la investigación. 
Las técnicas empleadas en la presente son la de análisis de resoluciones y entrevista. 
Técnica de análisis de sentencias: 
Se concibe a este análisis como, el estudio de hechos cronológicos que descansan en distintos 
documentos que guardan la formalidad debida, este instrumento es el que emplea el 
investigador para solventar la sostenibilidad de su estudio (Muñoz, 1998, p. 203). 
Se escogieron sentencias de forma aleatorias emitidas por los tribunales de justica nacionales 
y de la Corte Interamericana de derechos humanos, a efectos de poder contrastar la 
ponderación que le dan a la temática.  
Técnica de entrevista:  
Arias (1999) nos menciona que los instrumentos utilizados para la obtención y preservación 
de los datos son los medios materiales que nos permite reunir la información, entre ellos 
encontramos las guías de entrevista, cuestionarios, entre otros; así como los materiales que 
se cree conveniente para recolectar los datos (p. 25). 
Rey y Velásquez (2013) señalaron que “la entrevista es la manera que adopta la encuesta, 
que tiene la peculiaridad de hacerse a través de un proceso verbal, entre al menos dos entes” 
(p. 167).  
Es una técnica orientada a la finalidad de que la entrevista es la acumulación y ulterior 
distribución de aportes de investigación científica a la problemática a estudiar. Son seis los 
sujetos a entrevistar, especialistas del derecho conforme lo señalado en la caracterización y 
cuya apreciación valdrá para el análisis de la problemática. 
Ficha de análisis de resoluciones 
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Esta es diseñada a fin de poder consignar los principales datos de la sentencia, siendo sus 
aspectos fundamentales: (a) datos del caso, (b) desarrollo del caso y (c) resolución.  
Guía de entrevista  
Es un formato estructurado con preguntas abiertas vinculadas al tema de investigación. La 
formulación de las preguntas ha sido realizada de manera abierta con la finalidad de que el 
entrevistado pueda fundar su respuesta de manera libre.  
Por último, es indispensable señalar que los instrumentos antes mencionados han sido 
validados por tres especialistas pertenecientes a la Universidad César Vallejo.  
Es por ello que, es necesario desarrolla lo siguiente: 
1. Análisis interpretativo: este se realiza a partir de un enfoque de razonamiento, en donde 
el estudio de la realidad dentro de su contenido total, sin ejercer el uso de la disgregación 
o conceptualizándola; siendo pues el hecho de que, las categorías, explicaciones e 
interpretaciones se realizan a partir de los datos existentes y estudiados, creando un mejor 
método de fundamentar y sustentar lo establecido en los instrumentos de la investigación.  
2. Análisis argumentativo: es la consolidación de los razonamientos y argumentos 
rescatados de la recolección y análisis de datos por ambos métodos.  
2.4. Análisis cualitativos de datos 
En esta investigación se ejercerá en análisis explicativo, debido a que desarrollará la causa 
y efecto del problema.  
Al ser la recolección de datos una actividad fundamental para la presente, la finalidad de los 
mismo es analizarlos y ser comprendidos para que de esta forma sean información que da 
respuestas a las preguntas planteadas en la investigación, las mismas que generarán 
conocimiento (Del Pilar Baptista, Fernández y Hernández, 2016, p. 397). 
Al emplearse el método explicativo en la presente investigación, es indispensable definirlo 
como: el estudio que busca encontrar las razones o causas que ocasionan ciertos fenómenos, 
cuyos objetivos principales es explicar por qué de su existencia y cuales han sido su causa 
de origen, ejerciéndose un análisis amplio de las categorías empleadas en la investigación 
con carácter propio y fundamental.    
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Carrasco (2006), sostuvo que los estudios explicativos trascienden la descripción de menos 
conceptos o fenómenos o del establecimiento de relaciones entre conceptos (p. 95).  
Esto significa que, está orientado a responder las causas de los eventos y fenómenos 
analizados de cualquier índole y como a bien se hace referencia su nombre, el interés de este 
estudio está direccionado a explicar el porqué de su existencia y las condiciones en las que 
se genera, del cómo se manifiesta o del porqué de su relación entre dos o más categorías.  
Concebido el alcance del estudio, este método se aplicará para en la investigación para 
detallar la causa y efecto de nuestro planteamiento del problema, buscando en ellas posibles 
soluciones, enfatizando de manera específica, lo que se explicará en la presente tesis es la 
despenalización de los delitos contra el honor, siendo la causa para ello la afectación al 
derecho de la libertad de expresión, vulnerando las normas vigentes en la Constitución 
Política del Perú y los Tratados de Derechos Humanos, cuya sentencias del a Corte 
Interamericana ya han hecho referencia a que esta penalización no debe de concebirse dentro 
de un Estado que se considera democrático.  
Así también, el ejercicio del análisis cualitativo de los datos permite procesar aquella 
información que se obtendrá en el desarrollo de la investigación a efectos de poder validar 
los supuestos planteados en la presente; por ende, se deberá clasificar la información 
recolectada a través de la aplicación de las técnicas e instrumentos elegidos por el 
investigador, para que después, se proceda a verificar si la información alcanzada tanto en 
cantidad como en calidad resulta ser la idónea para el logro de los objetivos planteados.  
Después de esto, se procederá a la organización y clasificación de la información 
recolectada, haciendo uso del criterio personal sobre la investigación en cuestión, se tomará 
de manera prioritaria los datos que se obtengan del análisis de sentencia y de la guía de 
entrevista.  
Por último, se procederá a reducir la información recopilada, seleccionando los datos 
indispensables para alcanzar los objetivos generales y específicos de la investigación; de esta 
manera, se podrá organizarlos sistemáticamente y se generará la síntesis del resultado, que 
trascenderá en la generación de conclusiones y recomendaciones finales.  
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2.5. ASPECTOS ÉTICOS 
Esta investigación tendrá tres puntos importantes: i) El reconocimiento del autor como 
investigador cuya información tiene sostén verídico, respetando las conclusiones de otras 
investigaciones o teorías existente, ideas enriquecidas por otros autores, así como la 
responsabilidad sí se cometiese algún erro; ii) El impulso del enriquecimiento cultural e 
intelectual de manera individual del autor, promotor de la cultura jurídica en el Perú, y; iii) 
Sostener y aumentar la reputación de la institución universitaria proveniente, para que de 
esta forma se pueda beneficiar el colectivo estudiantil y mejorar los estándares de educación 











3.1. Descripción de resultados 
Al respecto a la descripción de los resultados, es indispensable referir que: el investigador 
científico ejerce el análisis sobre los resultados obtenidos con el propósito de interpretar los 
hallazgos, todo ello con relación a los problemas de investigación planteados en el trabajo 
en conjunto con los objetivos trazados y principalmente en relación a las teorías o 
presupuestos planteados en el marco teórico de la investigación a efectos de que se cumpla 
con el fin de evaluar si los hallazgos del estudio confirman las teorías o la generación del 
debate entre estas (Bernal, 2016, p. 10).  
Sobre ello, nuestra investigación ha consistido en analizar resoluciones de principio de 
oportunidad, sentencias judiciales de terminación anticipada a efectos de encontrarnos 
dentro del marco de la investigación, adicionalmente a ello, se practicó entrevistas con la 
intención de recibir información directa de parte de los expertos sobre la materia para 
conocer su opinión en concreto sobre este tema tan relevante.  
3.1. Análisis de entrevista 
Objetivo General: Analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del 
Principio de Oportunidad en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales, 
en el distrito judicial de Lima Norte. 
De conformidad con el enunciado numero 1.- ¿En qué consiste el ius puniendi del Estado 
ante la aplicación del principio de oportunidad?, se logró obtener los siguientes 
resultados:  
a) Los entrevistados Cuya (2018), Gómez (2018), Romero (2018), Del castillo (2018), 
Berrocal (2018), Vega (2018) y Fernández (2018), se muestran de acuerdo que es una 
facultad del Estado direccionado a sancionar las inconductas de los ciudadanos. 
Al respecto, Gómez (2018) sostiene lo mencionado y agrega: 
[…] Es la facultad sancionadora que tiene el Estado para imponer una pena o sancionar una 
inconducta de los ciudadanos. Con el Principio de Oportunidad el Estado (fiscal) se abstiene de 
la persecución penal del imputado con la reparación civil y el agraviado con dicho pago.  
Romero (2018) sobre el principio de oportunidad y la facultad sancionadora:  
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[…]  En aplicación al principio de oportunidad el Estado tiene la facultad de imponer o no 
sanción al ciudadano infractor.  
Vega (2018) con relación a la facultad que goza el Estado y agrega:  
[…] Es poner fin a la persecución penal, esto se hace aprovechando la oportunidad presente en 
los hechos; es decir, el infractor cometió un delito que no presenta una relevancia para el interés 
público y la pena se encuentra dentro del margen, pues, siendo facultad del Estado, para terminar 
el asunto es idóneo que se celebre esta institución.  
b) Torres (2018), Pacheco (2018) y Gutiérrez (2018), sostiene que el principio de 
oportunidad no significa la disminución del ius puniendi, sino que, satisface la pretensión 
reparatoria.  
Torres (2018) sostiene lo siguiente con relación a los alcances reparatorio del principio de 
oportunidad: 
[…] El principio de oportunidad no implica el repliegue la facultad punitiva del Estado sino todo 
lo contrario pues de esta forma se impone la reparación civil y las medidas que correspondan.  
Pacheco (2018), al respecto de la simplificación y terminación oportuna del proceso penal a 
través del principio de oportunidad:  
[…] Es la terminación oportuna del proceso penal ante el despacho Fiscal, se celebra el acuerdo 
reparatorio y el principio de oportunidad a efectos de que suspenda la persecución penal.  
Gutiérrez (2018), sostiene también:  
[…] Es el Derecho que tiene el Estado de paralizar y extinguir la acción penal en contra de un 
infractor de la ley penal a efectos de que este reconozca su responsabilidad y en consecuencia 
pague el acuerdo reparatorio por el daño ocasionado.  
En consecuencia, por unanimidad los 10 entrevistados consideran que, el ius puniendi es la 
facultad o derecho que tiene el Estado para detener la persecución penal ante el hecho de que 
él investigado reconoce su responsabilidad y se encuentra dentro de los límites para la 
aplicación del Principio de Oportunidad. 
Por lo cual, cabe comprender que, el ius puniendi del Estado se pone en suspenso y se limita 
su alcance cuando el Fiscal y el infractor de la norma penal compatibilizan para la aplicación 
del Principio de Oportunidad ante el hecho infractor y en consecuencia el primero suspende 
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y archiva la causa penal, mientras que él otro cumple con pagar el Acuerdo Reparatorio y 
los gastos administrativos. Sin embargo, se satisface con relación a la reparación que se le 
hace a la víctima que sufrió la merma de su derecho.  
De acuerdo con la pregunta numero 2.- ¿Usted cree que el Ministerio Publico cumple con 
la función de prevenir el delito contra funcionarios policiales?, se logró obtener los 
siguientes resultados: 
a) Los entrevistados Cuya (2018), Gómez (2018), Torres (2018), Romero (2018), Del 
castillo (2018), Berrocal (2018), Pacheco (2018), Vega (2018), Gutiérrez y Fernández 
(2018), conciben que, el representante del Ministerio Público no cumple con un rol de 
prevención para la comisión del delito de resistencia y desobediencia en contra de la 
autoridad policial. 
Cuya (2018) y Fernández (2018), sostienen que no se hace el rol preventivo en relación al 
índice de crecimiento de los delitos cometidos en contra funcionarios policiales ha 
incrementado.  
 Mientras que Gómez (2018) y Berrocal (2018), refieren lo siguiente: 
[…] No porque cada persona ya sea policía o ciudadano en común es libre de sus actos el 
Ministerio Público previene y las personas son las que la ejecutan. Entonces, la labor del fiscal 
está direccionada a la defensa y la legalidad y no contra los funcionarios policiales.  
Romero (2018) y Del Castillo (2018), sostienen que no puede hacerse debido a que no son 
ciudadanos comunes: 
[…] El Ministerio Público no cumple una función preventiva con relación a los delitos contra 
funcionarios policiales (desobediencia y resistencia a la autoridad), debido a que no son 
ciudadanos comunes y se encuentran bajo un régimen especial. 
b) Torres (2018), se pronuncia y refiere lo siguiente con relación a nuevas políticas de 
persecución criminal y manifiesta que, aun no hay información que pueda asegurar la 
intervención preventiva de parte del Ministerio Público en los casos de delitos cometidos 
contra el personal policial.  
En consecuencia, por unanimidad los 10 entrevistados consideran que, el Ministerio Público 
no ha desarrollado acciones preventivas para sancionar los delitos contra funcionarios 
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policiales, debido a: el índice de crecimiento de estos delitos, con relación al régimen al cual 
perteneces los miembros de la Policía Nacional del Perú y porque, la labor del fiscal está 
direccionada a la defensa y la legalidad. 
Entonces, el Ministerio Público realiza su actividad investigadora una vez se haya cometido 
el delito de desobediencia y resistencia a la autoridad, a efectos, se considera pues que es un 
delito de resultado más no de mera actividad, en consecuencia, la incidencia preventiva 
estaría direccionada a restringir el libre acto de la conducta humana; es por ello que, teniendo 
en claro de que el derecho penal es sancionador de actos más no de persona; pues, se 
concretiza benigno el hecho de no incidir preventivamente.  
Con relación a la pregunta numero 3.- ¿Considera usted que la aplicación del Principio 
de Oportunidad es un medio de solución para la comisión de delitos contra funcionarios 
policiales?, los entrevistados respondieron lo siguiente: 
a) Cuya (2018), Berrocal (2018), Pacheco (2018), Vega (2018), Gutiérrez (2018) y 
Fernández (2018), sí se encuentran de acuerdo en que la aplicación del principio de 
oportunidad es un medio para determinar la responsabilidad de las personas que ejercieron 
actos en contra de la autoridad policial. 
b) Gómez (2018), Torres (2018), Romero (2018) y Del Castillo (2018), no están de acuerdo 
y consideran que, no es un medio idóneo debido a la calidad de persona que tiene el policía 
y ese es un funcionario público. Por otra parte, determina que el Principio de Oportunidad 
no es de prevención sino de ejecución del delito. 
Dado los resultados obtenidos, se precisa e indica que 6 de los entrevistados sí consideran al 
principio de oportunidad como un medio de solución; mientras que, 4 estiman que no lo es. 
El Principio de Oportunidad surte efecto ante la ejecución de actos ilícitos, por ende, no es 
un medio de prevención; sin embargo, la utilización del mismo dentro del proceso debe de 
ejercerse a molde a lo establecido por la ley, se debe tener en cuenta que la aplicación de 
dicho acto no es en base a la calidad de la persona agraviada sino con relación a la prognosis 
de la pena a imponer.  
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Objetivo específico 1: Determinar el criterio que desarrolla el Ministerio Público cuando se 
solicita el principio de Oportunidad ante la comisión de los delitos contra funcionarios 
policiales, en el distrito judicial de Lima Norte. 
De conformidad con el enunciado numero 1.- ¿Cuál es el criterio que aplica el Ministerio 
Publico en el caso del Principio de Oportunidad? los entrevistados respondieron lo 
siguiente: 
a) Los entrevistados, Romero (2018), Del Castillo (2018), Berrocal (2018), Pacheco (2018), 
Vega (2018), Gutiérrez (2018) y Fernández (2018), sostienen que es el principio de 
seguridad jurídica y legalidad; a efectos de que el Fiscal tienen que controlar el conocimiento 
de los hechos concretos y los requisitos de la norma previsto en el artículo 2 del Nuevo 
Código Procesal Penal, para que pueda celebrarse la aplicación del principio de oportunidad 
y el acuerdo reparatorio.  
Gómez (2018), conforme a lo anterior, adiciona lo siguiente: 
[…] Cuando el agente haya sido afectado gravemente por las consecuencias de su delito o cuando 
la pena sea mayor a 4 años. 
Cuando el delito no afecte el interés público.  
Cuando concurren las atenuantes establecidas en los artículos 14, 15, 16, 21, 22, 25 y 46 del 
Código Penal. 
No se cumple a y c cuando el delito es cometido por funcionario público en ejercicio de su cargo. 
Cuya (2018) sostiene que el criterio que sigue el representante del Ministerio Público es: 
[…] Con la finalidad de obtener una justicia eficaz y eficiente el Ministerio Público promueve 
la función de reparar el daño causado antes que el castigo al responsable de los hechos.  
El entrevistado Torres (2018), sostiene que solamente es procedente con relación a la 
magnitud del delito:  
[…] Solo es para delitos de menor magnitud. Se vela para que se repare el daño producido contra 
particulares. 
Con relación a los datos recabados a través de la entrevista, se determina por unanimidad 
que los 10 entrevistados sostienen que el principio de oportunidad se aplica en relación al 
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principio de legalidad y seguridad a fin de dar alcance a una justicia pronta, suficiente, eficaz 
y eficiente, para determinar la verdad y reparar el daño ocasionado a la víctima.  
El criterio para la aplicación del Principio de Oportunidad se rige bajo el estándar de 
principio de legalidad, esto quiere decir que el infractor se encuentre dentro del marco 
exigido por la legislación del Nuevo Código Procesal Penal peruano; habiéndose cumplido 
el primer filtro, dentro del debido proceso se desarrollará la audiencia conciliatoria del 
Principio de Oportunidad y se celebrará el Acuerdo Reparatorio, con el respectivo importe 
de gastos administrativos a efectos de que el infractor cumpla con pagar la suma requerida 
y se determine como archivado la causa seguida en su contra.  
De acuerdo con la pregunta numero 2.- Según su experiencia profesional, ¿Cree usted que 
el Ministerio Publico cumple con registrar en su base de datos a las personas que se 
acogen al principio de oportunidad? los entrevistados respondieron lo siguiente: 
a) Los entrevistados Cuya (2018), Romero (2018), Del Castillo (2018), Pacheco (2018), 
Vega (2018), Gutiérrez (2018) y Fernández (2018), consideran que el Ministerio Público no 
cuenta con una base de datos en donde registra las resoluciones de principio de oportunidad 
y acuerdo reparatorio, solamente existe un registro encarpetado y archivado. 
b) Los entrevistados, Gómez (2018), Torres (2018), Berrocal (2018), estiman que sí se ha 
elaborado un registro. 
Gómez (2018) sostiene lo siguiente sobre la culminación de los procesos con el principio de 
oportunidad: 
[…] Si se encuentran registrado porque todo proceso culmina con la emisión de una resolución.  
Torres (2018, expresó: 
[…] Sé que el Ministerio Público ha implementado un protocolo para aplicar el principio de 
oportunidad desde hace 8 años aproximadamente. Supongo que en esa normativa se prevé su 
registro.  
Berrocal (2018), refiere: 
[…] Si registran por cuanto es el medio para conocer los procesos realizados con la participación 
del Ministerio Público. 
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De los datos obtenidos, se comprende que 7 de los 10 entrevistados consideran que el 
Ministerio Público no cuenta con un registro de datos con relación a las personas que han 
celebrado el principio de oportunidad; más, 3 de los 10 entrevistados consideran que el 
registro del principio de oportunidad y acuerdo reparatorio consta en las resoluciones que se 
archivan una vez culminado el proceso. 
Entonces concebimos que la celebración del principio de oportunidad se resuelve a través de 
una resolución en la cual, una vez cumplida la obligación, se procede a su archivo definitivo. 
De esto concebimos entonces que no existe un archivo digital que contenga los datos de las 
personas que decidieron solucionar el conflicto a través de este medio y sobre cual delito, la 
fecha de la celebración y el estado de deuda por cumplir con relación al acuerdo reparatorio.  
Con relación a la pregunta numero 3.- Según su experiencia profesional, ¿Considera 
pertinente que el Fiscal celebre el Principio de Oportunidad y Acuerdo Reparatorio 
con las personas que son reincidentes en la comisión de los delitos contra funcionarios 
policiales? los entrevistados respondieron lo siguiente: 
a) Cuya (2018), Torres (2018), Romero (2018), Del Castillo (2018), Berrocal (2018), 
Pacheco (2018), Gutiérrez (2018) y Fernández (2018), consideraron que no debería de 
celebrarse el principio de oportunidad con reincidentes. 
Cuya (2018) señaló lo siguiente: 
[…] No, que si bien es cierto el Ministerio Público se enfoca en la reparación civil al momento 
de aplicar el Principio de Oportunidad, ello no quiere decir que la justicia existe solo para el 
momento del daño; sino que, el Estado debe hacer sentir su poder sancionador  
Torres (2018) expresó: 
[…] No es posible que se aplique el principio de oportunidad en delitos cometidos contra la 
administración pública.  
Berrocal (2018) refiere que la normativa no lo permite y sostiene: 
[…] No es pertinente celebrar el principio de oportunidad y acuerdo reparatorio menos con 
reincidentes conforme lo dispone la Resolución de Fiscalía de la Nación N.° 2508-2013-MP-FN. 
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b) Gómez (2018) y Vega (2018), estiman de que sí es procedente la aplicación del principio 
de oportunidad con reincidentes y lo desarrollan diciendo: 
Gómez (2018): “Si porque el fiscal es el que dirige la investigación”.  
Vega (2018), utiliza el criterio que desarrolla el represéntate del Ministerio Público a efectos 
de validar la aplicación del principio con personas reincidentes: 
[…] Puede variar dependiendo del bien jurídico lesionado, si es una cuestión leve o sin intención 
de causar daños y solamente fue por el exaspero del momento, pues sería propio, debido a que 
no en todo momento nos encontramos en situación de responder correctamente.  
De los datos alcanzados en la entrevista, se sostiene que 8 de los 10 entrevistados sostienen 
que no debería de aplicarse el principio de oportunidad y acuerdo reparatorio con 
investigados que son reincidentes en el ejercicio de su conducta ilícita; mientras que 2 de 
cada 10 entrevistados refieren que sí es posible debido a la calidad de director de la 
investigación que goza el Fiscal y con relación del bien jurídico lesionado.  
Entonces, se entiende que no debería de celebrarse el principio de oportunidad con las 
personas reincidentes en la comisión de un hecho lesivo; pero, se advierte que sí sucede 
debido a que no existe un registro virtual y actualizado con los datos de las personas que se 
acogieron a dicho acto para disminuir los efectos represivos del derecho penal a costa de 
pagar el acuerdo reparatorio.    
Objetivo específico 2: Determinar la vulneración del derecho de las victimas amparadas por 
el Ius Puniendi cuando se aplica el Principio de Oportunidad en el delito de desobediencia y 
resistencia a la autoridad, en el distrito judicial de Lima Norte.  
De conformidad con el enunciado numero 1.- ¿Señale el derecho de las victimas amparadas 
por el ius puniendi? los entrevistados respondieron lo siguiente: 
Los entrevistados Cuya (2018), Gómez (2018), Torres (2018), Romero (2018), Del Castillo 
(2018), Berrocal (2018), Pacheco (2018), Vega (2018), Gutiérrez (2018) y Fernández 
(2018), consideran que sí, las victimas se encuentran amparadas por el ius puniendi del 
Estado, ante la aplicación del principio de oportunidad. 
Cuya (2018) señala que son derechos de las víctimas: 
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[…] Tiene el derecho a participar y exigir el reconocimiento de la responsabilidad del infractor. 
Deben de gozar los mismos derechos a efectos de que puedan intervenir oportunamente. 
Luego del acuerdo reparatorio, deben de gozar del pago indemnizatorio.  
Gómez (2018) y Del Castillo (2018), la complementa y señala:  
[…] 1. Acuerdo entre las partes. 
2. Monto reparatorio se haya efectuado. 
3. Satisfacción entre las partes. 
4. Derecho a la dignidad humana. 
5. Derecho a ser indemnizado.  
Gutiérrez (2018) señala al respecto de la participación lo siguiente: 
[…] Tiene el derecho a participar y exigir el reconocimiento de la responsabilidad del infractor. 
Deben de gozar los mismos derechos a efectos de que puedan intervenir oportunamente. 
Luego del acuerdo reparatorio, deben de gozar del pago indemnizatorio.   
De los datos obtenidos a través de la entrevista, se considera y asume que por unanimidad 
los 10 participantes consideran que las víctimas sí se encuentran reconocidas, protegidas y 
amparadas por el ius puniendi del Estado. 
Esto incide en su derecho a participación y oposición a cualquier medida que le cause 
agravios en la satisfacción de sus derechos; puesto que, en ella recayó la conducta ilegitima 
orientada a perjudicarle de manera intencional.  
Entonces, para esclarecer y se reconozca la verdad material de lo acontecido, el derecho la 
ampara y protege para que dentro de la aplicación adjetiva no vuelva a ser víctima de parte 
de las autoridades públicas que desarrollan el procedimiento sin en base a reglas sin prever 
que los resultados que de ella deriva le causa agravios. 
De acuerdo con la pregunta numero 2.- ¿Explique cuando se aplica el principio de 
oportunidad en los delitos de desobediencia y resistencia a la autoridad? los 
entrevistados respondieron lo siguiente: 
a) Los participantes Gómez (2018), Romero (2018), Del Castillo (2018), Pacheco (2018), 
sostienen que la aplicación del principio de oportunidad se da por el tipo de delito de que 
cometió el infractor. 
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Cuya (2018), sostiene que procede también su aplicación, por lo siguiente: 
[…] Se aplica cuando el agresor ha sido afectado gravemente, pero la pena que se puede aplicar 
no es necesaria o es menor de 4 años, cuando el delito no afecta gravemente el interés público.  
b) Torres (2018), Berrocal (2018), Vega, Gutiérrez (2018) y Fernández (2018), es conforme 
al estado del proceso en el que se está conociendo el delito de desobediencia y resistencia a 
la autoridad. 
Vega (2018), sostiene que se realiza cuando el procesado lo solicita: 
[…] Se lo realiza dentro del momento oportuno en donde el infractor lo solicita y el fiscal si lo 
ve a bien lo aplica y se termina el problema penal.  
Torres (2018) y Berrocal (2018) refieren en los estadios donde procede su aplicación 
[…] Hasta antes que se formalice la denuncia.  
Se aplica al momento de la audiencia de terminación anticipada basta antes de formularse la 
acusación fiscal.  
De los datos alcanzados en el desarrollo de la entrevista, 5 de 10 participantes consideran 
que el principio de oportunidad opera cuando la víctima se haya visto afectada por el delito 
o que este sea de menor gravedad. Así también, los otros 5 entrevistados sostienen que 
procede dependiendo el estadio procesal en el cual se encuentran, ya que sí no se procede 
con la petición en el tiempo oportuno, pues, se pierde la condición para solicitarlo. 
El Principio de Oportunidad debe de establecerse hasta antes de la formalización de la 
denuncia penal en contra del infractor y para que este se acoja a dicho beneficio, debe de 
encontrarse dentro de los presupuestos procesales a efectos de recibir esta gracia de parte del 
Estado.             
Con relación a la pregunta numero 3.- ¿Considera usted que la víctima se encuentra 
facultada para oponerse a la celebración del Principio de Oportunidad y Acuerdo 
Reparatorio para qué el Ministerio Público continúe con el Proceso en contra de la 
persona que cometen el ilícito de desobediencia y resistencia a la autoridad? los 
entrevistados respondieron lo siguiente: 
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a) Gómez (2018), Berrocal (2018), Pacheco (2018), Vega (2018), Gutiérrez (2018) y 
Fernández (2018), consideran que la víctima se encuentra facultada para oponerse a la 
celebración del principio de oportunidad y acuerdo reparatorio. 
De conformidad con lo expuesto por Berrocal (2018) en su entrevistad, señalamos: 
[…] En el marco de sus atribuciones el acuerdo entre el imputado, el agraviado y la reparación 
civil, el Fiscal puede abstenerse de ejecutar la acción penal, por lo que sí puede oponerse.  
b) Los entrevistados Cuya (2018), Torres (2018), Romero (2018) y Del Castillo (2018), sostienen que 
la víctima no puede oponerse. 
Cuya (2018) lo desarrolla de la siguiente manera: 
[…] No, por cuanto el Ministerio Público es el representante de la sociedad quien será el que 
vela por la protección de los derechos de la víctima; en caso la víctima no se encuentre de acuerdo 
al momento podría interponer el recurso.  
Torres (2018) la complementa y refiere: 
[…] Tal como está la legislación, no. Yo creo que sí debería intervenir en el acuerdo reparatorio, 
se trataría de una modificación legislativa.  
Por consiguiente, luego de contrastar los datos que nacen del análisis de la entrevista, se 
comprende que 6 de los 10 participantes consideran que la víctima se encuentra facultada 
para oponerse al principio de oportunidad y acuerdo reparatorio; más, 4 entrevistados 
refieren que no se encuentran envestidos del derecho para hacerlo.  
  3.2. Análisis de resoluciones  
En este extremo se presenta las resoluciones de Principio de Oportunidad seguida ante las 
fiscalías competentes de Lima Norte con relación al delito contra la Administración Pública 
– Desobediencia y Resistencia a la autoridad.  
Respecto al objetivo general:  
Objetivo General: Analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del 
Principio de Oportunidad en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales, 
en el distrito judicial de Lima Norte. 
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a) La denuncia N.° 712-2016, de la Segunda Fiscalía Provincial Penal de Lima Norte; 
es una por la comisión del delito contra la Administración Pública – Desobediencia 
a la Autoridad, seguida en contra del investigado Carlos Eduardo Flores Naventa y 
como parte agraviada el Estado representado por la Procuraduría Pública del Estado 
para asuntos de la Policía Nacional.  
Los hechos del caso fueron: 
1. Se atribuye al investigado haber desobedecido a la autoridad policial, al negarse 
a la extracción de muestra de sangre y/o orina y al examen cualitativo, ello por 
estar conduciendo con evidentes signos y síntomas de ebriedad y aliento 
alcohólico. 
2. El investigado a nivel preliminar acepta su responsabilidad sobre la forma y 
circunstancias en que sucedieron los hechos. 
Entonces, el investigado solicita a la fiscalía que proceda con la aplicación del 
principio de oportunidad y acuerdo reparatorio; y, conforme a ello, se emitió la 
resolución que contiene:  
1. Reparación civil a favor de Estado agraviado por la suma de S/. 600.00 
(seiscientos y 00/100 Soles).  
2. Gastos administrativos del órgano competente equivalente al 10%, la suma de S/. 
60.00 (sesenta y 00/100 Soles).  
3. Conforme al artículo 16° del Reglamento de organización de funciones de las 
Fiscalías Especializadas en la aplicación del Principio de Oportunidad, Resuelve: 
Abstenerse del ejercicio de la acción penal.  
4. Dispone el Archivo definitivo de los recaudos de la investigación. 
De la resolución de principio de oportunidad y acuerdo reparatorio, damos cuenta de que el 
investigado reconoce su responsabilidad sobre el hecho delictivo que fue negarse a la prueba 
de Dosaje Etílico; es entonces que su negativa a la orden del funcionario policial, la acción 
que contraviene la norma del principio de autoridad y cumple con la ley penal para que se 
reprimida dicha acción. 
Los argumentos de los investigados son relacionados a que no pudo comprender muy bien 
la situación por la cual atravesaba en ese momento y pidiendo disculpas ante la autoridad 
reconoció su responsabilidad.   
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Entonces, es indispensable cuestionarnos en donde se encuentra la influencia del ius 
puniendi, a bien, es indispensable señalar que el acto coactivo de detención y ponerlo a 
disposición de la autoridad competente, pues he ahí donde se evidencia esa manifestación 
de control formal ante conductas ilegitimas que se consideran lesivas para el sistema jurídico 
y los bienes que se protegen en la sociedad. Sin embargo, ¿Con el principio de oportunidad 
se suspende el ius puniendi en el caso concreto? Pues evidentemente que no, si bien es cierto 
que se limita la actuación procedimental de la investigación criminal del hecho delictivo, 
pero, en la audiencia de conciliación en donde se establece el acuerdo reparatorio en donde 
se fija el monto a pagar, pues he ahí la manifestación final del acto del ius puniendi, puesto 
que, la imposición del pago a favor del otro resulta ser una sanción de índole económica a 
cambio de archivarse y darse por concluida la investigación seguida. 
Objetivo específico 1: Determinar el criterio que desarrolla el Ministerio Público cuando se 
solicita el principio de Oportunidad ante la comisión de los delitos contra funcionarios 
policiales, en el distrito judicial de Lima Norte. 
a) La denuncia N.° 652-2016, de la Tercera Fiscalía Provincial Penal de Lima Norte; es 
una por la comisión del delito contra la Administración Pública – Desobediencia a la 
Autoridad, seguida en contra del investigado Jhon Trujillano Apolinario y como parte 
agraviada el Estado representado por la Procuraduría Pública del Estado para asuntos 
de la Policía Nacional.  
Se concibe que el criterio de aplicación del principio de oportunidad descansa en los 
siguientes fundamentos: 
1.  Que, si bien nuestro ordenamiento legal establece la facultad de la cual goza toda 
persona para acudir ante el órgano jurisdiccional, a fin de que se logra la cautela 
de sus derechos, en este caso acudir ante la vía penal, también es cierto que debe 
tenerse en cuenta el Principio de Legalidad, Principio Rector reconocido por la 
Constitución Política del Estado y por el Código Penal vigente, en virtud del cual 
nadie podrá ser sancionado por un hecho que al momento de su comisión no este 
previamente calificado como delito, principio que es concordante con el de 
tipicidad por el cual se exige la concurrencia de elementos objetivos y subjetivos 
que describe la norma sustantiva para poder determinar si los hechos se adecuan 
o no al tipo penal que se denuncia.  
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2. Además, deber tenerse en cuenta que el ingreso a un proceso penal 
necesariamente importa el contar con indicios necesarios, más aún si el ingreso 
al proceso penal requiere de una evaluación en virtud a pruebas, primando 
siempre y desde su inicio el Principio de Presunción de Inocencia, por el cual a 
toda persona se le considera inocente mientras no se demuestre lo contrario. 
Los hechos que motivaron la interposición de la citada denuncia son los siguientes: 
1. EL día 29 de julio del 2016, siendo aproximadamente las 22:15, en circunstancias 
en donde los efectivos policiales motorizados patrullaban la intersección de la 
Calle Mariano Melgar y Garcilaso de la Vega, Urbanización La Pascana en el 
distrito de Comas, observaron al investigado a bordo del vehículo con placa de 
rodaje AWL-061, quien de forma imprudente impacto al vehículo con una 
tranquera, razón por la cual se procedió a su intervención, el investigado no 
portaba documentos y se encontraba en presunto estado de ebriedad. 
2. Al conducirse al investigado a la comisaria del sector, se dispuso su traslado al 
Hospital Augusto B. Leguía a pasar su examen de Dosaje etílico, sin embargo, el 
investigado se negó a pasar dicho examen de sangre y vociferaba tener influencias 
en la policía y la fiscalía.  
3. En la declaración indagatoria del investigado con presencia de su abogado 
defensor, confiesa su responsabilidad sobre los cargos imputados y se arrepiente 
de lo cometido, solicitando al a fiscalía la aplicación del Principio de 
Oportunidad. 
Por lo mismo que, el representante del Ministerio Público, habiendo realizado el 
análisis exhaustivo de los hechos y habiendo realizado el test de legalidad vinculado 
al asunto que es materia de investigación, determina en la audiencia conciliatoria a 
dar la siguiente resolución de principio de legalidad y acuerdo reparatorio: 
1. Reparación civil a favor de Estado agraviado por la suma de S/. 2000.00 (Dos mil 
y 00/100 Soles).  
2. Gastos administrativos del órgano competente equivalente al 10%, la suma de S/. 
200.00 (sesenta y 00/100 Soles).  
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3. Conforme al artículo 16° del Reglamento de organización de funciones de las 
Fiscalías Especializadas en la aplicación del Principio de Oportunidad, Resuelve: 
Abstenerse del ejercicio de la acción penal.  
4. Dispone el Archivo definitivo de los actuados por la aplicación del Principio de 
Oportunidad. 
De la citada resolución, podemos apreciar que el Fiscal asume un criterio inspirado en la Ley 
Fundamental de la cual va concordándola con el texto legal penal y procesal penal vigente a 
efectos de generar el marco de legalidad suficiente para sostener un test de evaluación en 
donde si la conducta desplegada por el sospechoso de la comisión del delito se ajusta al tipo 
penal que conserva la figura de desobediencia y resistencia a la autoridad. Entonces, se 
materializa en un pesaje de razonamiento entre hechos y prueba y la tipicidad, para 
determinar si los sucesos generados por la obra del investigado resultan ser una conducta 
antijurídica, culpable y por ende reprochable conforme a la teoría del delito; seguido a ello, 
ejerce el siguiente test de procedibilidad en donde tiene por un extremo la vía ordinaria a 
efecto de garantizar y cumplir con su labor legitima; pero, a petición rogante del imputado y 
al notar el Fiscal que el cumulo de pena no supera lo establecido por la norma adjetiva, pues 
se procede con la audiencia de conciliación a efectos de que se celebre el principio de 
oportunidad y acuerdo reparatorio.  
Objetivo específico 2: Determinar la vulneración del derecho de las victimas amparadas por 
el Ius Puniendi cuando se aplica el Principio de Oportunidad en el delito de desobediencia y 
resistencia a la autoridad, en el distrito judicial de Lima Norte.  
a) El expediente N.° 3087-2016-0-0901-JR-PE-05 del Quinto Juzgado Especializado 
en lo Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte; en los seguidos contra 
Jesus Jean Malma Nolasco en agravio del Estado y del SO3 PNP Renzo Gianfranco 
Arturo Loayza Sandoval, por la comisión del delito de Resistencia o Desobediencia 
a la Autoridad. 
Del caso hemos podido conocer los siguientes datos fundamentales para la determinación 
de la responsabilidad del procesado.  
1. Con fecha 14 de junio del 2016, siendo las 22:30 los oficiales Loayza y Jheyson 
Cortegana. Encontrándose en las labores de patrullaje observaron un el vehículo 
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menor en actitud sospechosa frente a la botica “Mi Farma” ubicada en la altura de la 
cuadra 52 de la Av. Túpac Amaru, frente al Hospital Sergio E: Bernales – Coloque; 
por lo que al intervenir al conductor –procesado- y verificar que no coincidían el 
número de placa del vehículo con el número de motor ni serie y al no contar con 
SOAT, indicaron al conductor a que los acompañe al a Comisaria de Santa Isabel 
para hacer las investigaciones de ley. 
2. El imputado al no obedecer las órdenes de los efectivos, procedió a realizar 
maniobras temerarias con el vehículo para darse a la fuga, impactando con la unidad 
policial conducida por el oficial Loayza, el mismo que cayó al suelo, siendo el 
imputado detenido tras una breve persecución y oponiendo resistencia con el apoyo 
de sus familiares, al final se logró reducirlo y trasladarlo a la comisaria del sector.  
El procesado se amparó ante la figura procesal de terminación anticipada en el proceso 
ordinario y se determinó su responsabilidad y en consecuencia se resolvió de la siguiente 
manera:  
1. Resuelve: Aprobar el Acuerdo de Terminación Anticipada de Proceso. 
2. Falla: Condenando al procesado como autor de delito en agravio del Estado y el 
SO3 Loayza. 
3. Condena a un año de pena privativa de libertad con ejecución suspendida por el 
periodo de prueba de un año. 
4. Establece que cumpla las siguientes reglas: (a) Concurrir cada 30 días a la Oficina 
de Registro y Control Biométrico de Procesados y Sentenciados de la Corte a 
registrar su asistencia; (b) No variar de domicilio sin previo aviso por escrito al 
juzgado; (c) Cumplir con el pago íntegro de la reparación civil a favor de los 
agraviados.  
5. Fija: En la suma de S/. 1,000.00 (un mil y 00/100 Soles) a favor del Estado que 
deberá de abonar durante el periodo de prueba. 
Entonces vemos que, no en todas las situaciones jurídicas prospera la aplicación del principio 
de oportunidad, pues existe la necesidad de acudir a los juzgados cuando el procesado se 
resiste a querer contribuir y resolver su situación jurídica por los efectos del hecho que a su 
causa han surgido. 
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Entonces, en este extremo apreciamos de que el ius puniendi no desampara los derechos de 
la víctima a pesar de que se tenga que acudir a la sede judicial para exigir justicia. 
Así también, de los acuerdos reparatorio celebrados en donde se determina el monto a pagar 
a favor del agraviado, pues se es consciente y coherente de que el derecho penal satisface la 
pretensión expectativa de la víctima al momento de recurrir a sus instancias.  
 3.3. Descripción de análisis encuesta 
Analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del Principio de Oportunidad 
en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales, en el distrito judicial de 
Lima Norte. 
Respecto al objetivo genera:  
Analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del Principio de Oportunidad 
en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales, en el distrito judicial de 
Lima Norte. 
De acuerdo a la primera pregunta: ¿Considera usted que el principio de oportunidad 
limita al ius puniendi del Estado? 
  















Nunca Casi nuca A veces Casi siempre Siempre
1 2 3 4 5
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Al respecto, el 80% consideran que siempre el principio de oportunidad va a limita al ius 
puniendi del Estado; mientras que el 15% considera que casi siempre se desarrolla el limite 
a dicha potestad estatal a través de la aplicación del principio; por último, el 5% considera 
que a veces se dará la limitación de la facultad punitiva cuando se aplica la institución 
procesal.   
Por lo tanto, los encuestados consideran que se suspende y limita el ius puniendi a causa de 
la celebración del principio de oportunidad celebrado entre el investigado y el representante 
del Ministerio Púbico; y esto es en razón a, con la celebración de dicha institución procesal 
y cumplimiento del pago respectivo se procede el archivo encarpetado del proceso penal 
seguido en contra del investigado.  
Respecto al objetivo específico 1:  
Determinar el criterio que desarrolla el Ministerio Público cuando se solicita el principio de 
Oportunidad ante la comisión de los delitos contra funcionarios policiales, en el distrito 
judicial de Lima Norte. 
De conformidad con la primera pregunta: ¿Considera usted que debería de generarse un 
registro virtual de deudores de Acuerdos Reparatorio de libre acceso? 
 
Fuente: Elaboración propia 
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Los encuestados señalan en un 100% que siempre, debería de generarse un registro virtual 
de deudores de Acuerdos Reparatorio y que el acceso a la información sea libre a través de 
una plataforma virtual.  
Por lo tanto, los encuestados consideran que, el registro debe de ser de libre acceso al público 
a efectos de que se conozca quienes son los ciudadanos que se acogieron al principio de 
oportunidad y saber el control que ejerce la autoridad para que éste cumpla con el pago total 
del acuerdo reparatorio en el tiempo establecido.   
Con relación a la segunda pregunta: ¿Cree usted que el Fiscal celebra el principio de 
oportunidad y acuerdo reparatorio con personas reincidentes en delitos contra 
funcionarios policiales? 
 
Fuente: Elaboración propia 
De los datos obtenidos, se estima que el 40% de los encuestados sostienen que casi siempre 
el fiscal celebra el principio de oportunidad con los investigados reincidentes; mientras que, 
otro 40% estima que a veces llega a celebrar dicho principio con los reincidentes; el 10% 
estima que nunca el fiscal celebra el principio de oportunidad con personas que tienen esta 
calidad de reincidencia, el 5% estima que sí, efectivamente siempre lo hacen; mientras que 
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Por lo tanto, los encuestados opinan en su mayoría que el representante del Ministerio 
Público celebra el principio de oportunidad y acuerdo reparatorio con sujetos que tienen la 
calidad de reincidentes y consecuencia, la practica indiscriminada del acceso a dicha 
institución genera una perspectiva de inseguridad.  
Respecto al objetivo específico 2:  
Determinar la vulneración del derecho de las victimas amparadas por el Ius Puniendi cuando 
se aplica el Principio de Oportunidad en el delito de desobediencia y resistencia a la 
autoridad, en el distrito judicial de Lima Norte.  
De conformidad con la primera pregunta: ¿Considera usted que la víctima ve satisfecho 
su derecho con el acuerdo reparatorio? 
 
Los encuestados estiman en un 45% que siempre la víctima ve satisfecho su derecho en el 
acuerdo reparatorio; el 40% considera que casi siempre llega a alcanzar dicha satisfacción; 
y por último, el 5% considera que a veces ven satisfecho su derecho.  
Por lo tanto, la mayoría de los encuestados consideran que la víctima se encuentra satisfecha 
con los efectos del acuerdo reparatorio, considerándolo como un beneficio a priori que 
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Ius puniendi del Estado ante el Principio de Oportunidad en el Ministerio Público en 
los delitos contra Funcionarios Policiales en el Distrito Judicial de Lima Norte 
4.1. Objetivo General: 
En nuestra investigación relacionada a el Ius puniendi del Estado ante el Principio de 
Oportunidad en el Ministerio Público en los delitos contra Funcionarios Policiales, quienes 
son encargados de mantener el orden institucional y velar por la seguridad social, cuyo 
objetivo general es: analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del 
Principio de Oportunidad en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales: 
que durante el trabajo de campo se ha desarrollado entrevistas del cual se llegó a los 
siguientes resultados: 
a) De las entrevistas: los participantes concibieron que, la facultad sancionadora del 
Estado, reconocido como el ius puniendi es un derecho indiscutible que la ciudadanía 
le ha entregado a efectos de vivir protegidas y desarrollarse en un ambiente 
armonioso en donde sus bienes jurídicos se encontrarán protegidos del estado natural. 
Así también, conciben al principio de oportunidad como una institución direccionada 
a apremiar el arrepentimiento de las conductas ilegitimas y el reconocimiento del 
pago reparatorio por dichos actos a través del acuerdo inter partes. 
Sostienen que el principio de oportunidad es un límite al íus puniendi, pero este se 
refleja en el pago del acuerdo reparatorio.  
b) Del análisis documentario: Los documentos evaluados y analizados en donde se 
realiza la aplicación del principio de oportunidad y acuerdo reparatorio, estiman que, 
se desarrolla a través de la sujeción voluntaria del investigado a reconocer su 
implicancia en el hecho ilícito, esto es, haber cometido una infracción a la norma que 
protege el derecho a obedecer las órdenes de la autoridad.  
c) Del análisis de encuestas: Los participantes estiman que el principio de oportunidad 
está direccionado a limitar el ius puniendi, debido a que conserva criterios racionales 
para finalizar la investigación penal a cambio de asumir su responsabilidad y el pago 
de los daños a favor de quienes resultasen afectados de dichos actos.  
Se ha determinado que la aplicación del Principio de Oportunidad influye en la conducta de 
los imputados que atentan en contra de los funcionarios policiales, debido a que reconocen 
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su responsabilidad a causa de acogerse al beneficio penal y terminar dentro de la brevedad 
posible la investigación seguida en su contra.  
Se conciben que concuerdan con lo establecido por García Amado, citado en el marco teórico 
de la investigación, con relación a que el temor de recibir la sanción penal dirigida a la 
restricción penal es tan evidente que se someten a dicha institución a efectos de que limite 
la actividad punitiva de parte del Estado.  
De las entrevistas, el análisis de casos y las encuestas, se determinó que los imputados 
reconocen ante el Ministerio Público que desobedecieron y se resistieron a la autoridad, sin 
embargo, su moral los direcciona a retractarse sobre dichos actos y someterse a los alcances 
de la justicia, acogiéndose en el Principio de Oportunidad y celebra el Acuerdo Reparatorio, 
con el respectivo importe de gasto administrativos  a efectos que el infractor cumpla con 
pagar la suma requerida y se determine como archivado la causa seguida en su contra. 
Este resultado es igual a las conclusiones asumidas por Herrera (2016) en su investigación: 
“La negociación en el proceso penal desde la dogmática del derecho penal: especial 
referencia a los ordenamientos español y peruano. Política criminal”; por cuanto se concluye 
que, los criterios de oportunidad limitan la persecución penal del delito a causa de que el 
agresor reconoció su participación y pretende alcanzar la solución de sus actos a través de 
una reparación. 
Por lo tanto, luego del análisis e interpretación del resultado en cual a la influencia del ius 
puniendi del Estado ante la aplicación Principio de Oportunidad, queda verificado que sí se 
cumple el supuesto jurídico general planteado en la presente investigación.  
4.2. Objetivo específico 1 
En la investigación se ha expuesto como objetivo específico 1: Determinar el criterio que 
desarrolla el Ministerio Público cuando se solicita el principio de Oportunidad ante la 
comisión de los delitos contra funcionarios policiales; y, de la información que se desprende 
de las entrevistas y del análisis de las resoluciones en el trabajo desarrollado son las 
siguientes: 
a) De las entrevistas: De los datos sustraídos de la investigación se determina que, el 
representante del Ministerio Público reconoce y defiende la legalidad en 
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concordancia con lo establecido en la Constitución Política del Estado, a efecto de 
brindar criterios de oportunidad a los supuestos establecidos taxativamente en la ley 
sin demostrar algún criterio de discrecionalidad sobre el asunto como sí puede 
presentarse en la etapa judicial a través de la terminación anticipada.  
Asimismo, los participantes consideran que debería de implementarse un registro 
virtual de deudores de Acuerdo Reparatorio a efectos de tener conocimiento y control 
sobre las personas que han destinado su conducta a afectar los bienes jurídicos y 
aprovecharse en exceso de esta institución; por lo cual, al acogerse dentro de los 
límites de la ley y al no pagar con las obligaciones que se encuentra sujeto por 
mandato imperativo, pues, genera una sanción de impunidad a percepción de la 
víctima, quien sufre doblemente por el hecho causado y la inobservancia de la 
autoridad para el cumplimiento de las obligaciones del procesado.  
b) Del análisis documental: Se comprende de las resoluciones la rigurosidad del análisis 
exhaustivo de los hechos de parte del representante del Ministerio Público a efectos 
de desvirtuar algún rastro que implique la determinación de la inocencia total o 
parcial de parte del procesado con relación a los hechos sucintos de la materia de 
investigación; haciéndoles reconocer por su libre voluntad y asistencia de su defensa 
su participación en el acto delictivo.  
c) De las encuestas: Se determina que, debe de celebrarse la elaboración del sistema 
virtual para deudores de acuerdos reparatorio a efectos de tener un mayor control 
sobre las personas que destinan a afectar a la sociedad y ampararse del principio de 
oportunidad.    
El Ministerio Público ante las acciones de los particulares que representa un leve daño en 
contra de los bienes jurídicos, entonces, conforme a lo que estable Rossi, Claria y Bauhman 
el derecho penal otorga oportunidades para que el imputado de la infracción se acoja a las 
instituciones y declare su responsabilidad bajo su suma libertad de conciencia y expresión y 
reconozca que ha cometido el hecho que se le atribuye como delito. 
Del análisis de resoluciones y las entrevistas realizadas, se concibe que las personas que 
acuden al principio de oportunidad ante el despacho fiscal y de terminación anticipada en 
sede judicial, reconocen libremente su accionar lesivo y antijurídico, en consecuencia 
muestran su arrepentimiento y buscan obtener de parte de la autoridad su benevolencia a 
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efectos de que se le dice una sanción con los beneficios necesarios para que no se les prive 
de la libertad u otros bienes jurídicos de mayor cuidado.  
Por otro lado, se comprende que no existe un registro virtual en donde se pueda concebir las 
veces en las cuales un individuo se ha acogido a dicho Principio, haciendo pues, que el 
derecho penal no sea tomado con la seriedad del caso a efectos de que la personas consideran 
que solamente con la aplicación del principio ante su problema basta como solución. 
Estos resultados son igual a las conclusiones asumidas por Díaz (2015) en su investigación: 
“Aplicación del principio de oportunidad en etapa preliminar del proceso penal en la fiscalía 
de decisión temprana de la Fiscalía Penal Corporativa de Mariscal Nieto – Moquegua – 
2013”, en el cual concluye que, el Fiscal no desarrolla un criterio para establecer límites a la 
aplicación del principio de oportunidad con relación a los reincidentes a causa de no tener 
un control del mismo. Por lo tanto, luego del análisis e interpretación del resultado en cuanto 
al criterio que desarrolla el Ministerio Público para la aplicación del Principio de 
Oportunidad, queda verificado que sí se cumple el supuesto especifico 1.  
4.3. Objetivo específico 2 
En la investigación se ha expuesto como objetivo específico 2: Determinar la vulneración 
del derecho de las victimas amparadas por el Ius Puniendi cuando se aplica el Principio de 
Oportunidad en el delito de desobediencia y resistencia a la autoridad; y, de la información 
que se desprende de las entrevistas del trabajo desarrollado son las siguientes: 
a) De las entrevistas: Con el acuerdo reparatorio, las victimas podrán gozar del pago 
por la lesión ocasionada a sus derechos, esto es, un reconocimiento a la víctima sobre 
el daño infringido; sin embargo, no todo daño es reparado dentro de los plazos 
establecidos o no se cumple con la obligación, efectuándose un doble daño a causa 
de la inoperatividad para obtener la eficacia de la resolución Fiscal.   
b) Del análisis documental: La víctima se encuentra de acuerdo al momento en el cual 
se celebra el acuerdo reparatorio y los plazos máximos que se fijan para su total 
cumplimiento y archivo fiscal. Entonces, se plasma la trascendencia de la 
participación sobre los hechos materia de análisis a efectos de darle el sustento 
jurídico necesario para salvaguardar los intereses de los implicados dentro del 
instrumento.  
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c) De las encuestas: los participantes se encuentran satisfechos al momento de celebrar 
el acuerdo reparatorio, debido a que guardan la expectativa del cumplimiento cabal 
de lo que se llegue a establecer en la conciliación celebrada en sede fiscal.  
Se ha entablado de que no se vulnera el derecho de las victimas cuando se aplica el principio 
de oportunidad debido a que estas tienen el legítimo derecho de oponerse, cuando sienten 
que el procedimiento no ha sido llevado de manera coherente o con sujeción al debido 
proceso, razón por la cual, se encuentran amparados para solicitar al representante del 
Ministerio Publico a que ejerzan la acción penal concerniente.  
Así también, se toma en cuenta que cuando el Fiscal no lleva a cabo el seguimiento del 
cumplimiento del pago de los acuerdos reparatorio, acto seguido es el agraviado que debe 
de impulsar para que se ejerza la acción penal en contra del procesado y pueda satisfacer el 
derecho de la víctima; encontrándose en una situación adversa a la celebración dada en sede 
fiscal, este hecho es uno que genera agravios a los funcionarios policiales debido a que se 
encuentran expuestos a la gresca social.  
Estos resultados son igual a las conclusiones asumidas por Muñoz (2017) en su 
investigación: “Análisis del delito de desobediencia y resistencia a la autoridad en la 
legislación peruana”, en el cual concluye que, se desampara los derechos de la víctima 
cuando el representante del Ministerio Público no vela por el debido cumplimiento de la 
resolución del principio de oportunidad y acuerdo reparatorio. Por lo tanto, luego del análisis 
e interpretación de los resultados sobre la vulneración a los derechos de la víctima por el 
quebrantamiento del acuerdo reparatorio del principio de oportunidad, queda verificado que 












De la investigación desarrollada cuyo título es: “Ius puniendi del Estado ante el Principio de 
Oportunidad en el Ministerio Público en los delitos contra Funcionarios Policiales en el 
Distrito Judicial de Lima Norte”, identificándose el problema relacionado es sobre la 
influencia del ius puniendi para la aplicación del Principio de Oportunidad ante los delitos 
cometidos en contra de los funcionarios policiales, así como el análisis del marco teórico, de 
la metodología aplicada, el trabajo de campo desarrollado y en base a los resultados 
obtenidos, los mismos que han sido debidamente evaluados e interpretados, se ha llegado a 
las siguientes conclusiones.  
1. Se determinó que, la aplicación del Ius Puniendi del Estado se limita ante la 
aplicación del Principio de Oportunidad según el Art. 2 del Código Procesal Penal, 
debido a que el procesado se puede acoger a este principio en dos oportunidades, así 
mismo; reconoce su responsabilidad penal en el delito de Desobediencia y 
Resistencia a la autoridad estipulado en el Art. 368° del Código Penal y se llega a la 
conclusión de la causa penal; esto es conforme a lo establecido en el Supuesto 
Jurídico General.  
 
2. Se determinó que, el Ministerio público desarrolló un criterio legalista con relación 
a la aplicación del Principio de Oportunidad, el que transgrede la norma y se 
encuentra dentro de los límites legales establecidos, donde los imputados tienen el 
derecho a acceder a dicho beneficio; sin embargo, la falta de un control virtual 
permite de que una persona reciba dicho beneficio en reiteradas ocasiones, 
haciéndose pues un mal uso de aquella institución; esto es conforme a lo establecido 
en el Supuesto Jurídico Especifico 1. 
 
3. Se determinó que, El Acuerdo Reparatorio del Principio de Oportunidad es un arreglo 
entre las partes, donde el procesado se desentiende de su obligación acordada al no 
cumplir con el pago. Por ende, el agraviado debe de impulsar y exigir el 
cumplimiento de la misma dentro del debido proceso, así también, cuando lo 
considere necesario puede oponerse a la aplicación de dicho Principio; esto es 






1. Se recomienda que, el representante del Ministerio Público establezca criterios de 
investigación con relación a los antecedentes de aplicación al principio de 
oportunidad y acuerdo reparatorio que ha tenido el investigado a efectos de que sea 
un límite para el aprovechamiento de la institución procesal penal, con la finalidad 
de garantizar el derecho de la víctima.  
 
2. Se recomienda que, se elabore el REGISTRO DE PROCESADOS QUE SE 
ACOGIERON EL PRONCIPIO DE OPORTUNIDAD, a efectos de que contribuya 
a la labor del Ministerio Publico de limitar la aplicación indiscriminada del Principio 
de Oportunidad, ya que el Ministerio Publico muchas veces no realiza una 
investigación adecuada y permite que el imputado se acoja al precitado principio en 
reiteradas oportunidades. 
 
3. Se recomienda que, el representante del Ministerio Público debe velar por el debido 
cumplimiento de las resoluciones celebradas a través del principio de oportunidad y 
acuerdo reparatorio a efectos de que se aminore el daño sufrido por las víctimas, el 
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Anexo 1: Matriz de consistencia 
TÍTULO DEL TRABAJO DE 
INVESTIGACIÓN 
Ius puniendi del Estado ante el Principio de Oportunidad en el 
Ministerio Público en los delitos contra Funcionarios Policiales en el 
Distrito Judicial de Lima Norte 
PROBLEMA GENERAL ¿De qué manera influye el ius puniendi del Estado ante la aplicación 
del Principio de Oportunidad en el Ministerio Público en el delito 
contra funcionarios policiales, en el distrito judicial de Lima Norte? 
PROBLEMAS ESPECÍFICOS  Problema específico 1 
¿Qué criterios desarrolla el Ministerio Público cuando se solicita el 
principio de Oportunidad ante la comisión de los delitos contra 
funcionarios policiales, en el distrito judicial de Lima Norte? 
 
Problema específico 2 
¿Podría vulnerarse el derecho de las victimas amparadas por el Ius 
Puniendi cuando se aplica el Principio de Oportunidad en el delito de 
desobediencia y resistencia a la autoridad, en el distrito judicial de 
Lima Norte? 
SUPUESTO GENERAL  Con el acogimiento del Principio de Oportunidad ante el Ministerio 
Público, se limita la persecución penal del delito y el victimario se 
somete a un Acuerdo Reparatorio, pero, el Fiscal no controla el 
cumplimiento del Acuerdo Reparatorio. 
SUPUESTOS ESPECÍFICOS Supuesto específico 1 
El Ministerio Público no ha desarrollado un criterio restrictivo al 
Principio de Oportunidad en contra de las personas reincidentes en 
los delitos contra funcionarios policiales. 
 
Supuesto específico 2 
Se vulnera el derecho de la víctima del delito contra funcionarios 
Policiales amparadas por el Ius Puniendi y se quebranta el Acuerdo 
Reparatorio del Principio de Oportunidad cuando el Fiscal no exige 
el cumplimento total de la obligación en el plazo establecido. 
OBJETIVO GENERAL Analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del 
Principio de Oportunidad en el Ministerio Público en el delito contra 
funcionarios policiales, en el distrito judicial de Lima Norte. 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS  Objetivo específico 1 
Determinar el criterio que desarrolla el Ministerio Público cuando se 
solicita el principio de Oportunidad ante la comisión de los delitos 
contra funcionarios policiales, en el distrito judicial de Lima Norte. 
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Objetivo específico 2 
Determinar la vulneración del derecho de las victimas amparadas por 
el Ius Puniendi cuando se aplica el Principio de Oportunidad en el 
delito de desobediencia y resistencia a la autoridad, en el distrito 
judicial de Lima Norte. 
ENFOQUE Cualitativo. 
DISEÑO Teoría fundamentada. 
TIPO Explicativo. 
TÉCNICA Entrevista. 
Análisis de casos. 
INSTRUMENTO Guía de entrevista 
Ficha de análisis de casos 
POBLACIÓN Y MUESTRA Población: Los miembros del miembro de la Procuraduría del 
Ministerio del Interior y Abogados Litigantes. 
Muestra: seis miembros de la Procuraduría del Ministerio del Interior 




Anexo 2: Guía de entrevista 
Título: El ius puniendi del Estado ante el Principio de Oportunidad en el Ministerio Público 














2. ¿Usted cree que el Ministerio Publico cumple con la función de prevenir el delito contra 





Analizar la influencia ius puniendi del Estado ante la aplicación del Principio de 
Oportunidad en el Ministerio Público en el delito contra funcionarios policiales, en el 
distrito judicial de Lima Norte. 
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3. ¿Considera usted que la aplicación del Principio de Oportunidad es un medio de solución 










5. Según su experiencia profesional, ¿Cree usted que el Ministerio Publico cumple con 




6. Según su experiencia profesional, ¿Considera pertinente que el Fiscal celebre el Principio 
de Oportunidad y Acuerdo Reparatorio con las personas que son reincidentes en la comisión 




Objetivo específico 1 
Determinar el criterio que desarrolla el Ministerio Público cuando se solicita el principio de 
Oportunidad ante la comisión de los delitos contra funcionarios policiales, en el distrito judicial 
de Lima Norte. 
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8. ¿Explique cuando se aplica el principio de oportunidad en los delitos de desobediencia y 




9. ¿Considera usted que la víctima se encuentra facultada para oponerse a la celebración del 
Principio de Oportunidad y Acuerdo Reparatorio para qué el Ministerio Público continúe 






Nombre del entrevistado Sello y firma 
  
Objetivo específico 2 
Determinar la vulneración del derecho de las victimas amparadas por el Ius Puniendi cuando se 
aplica el Principio de Oportunidad en el delito de desobediencia y resistencia a la autoridad, en 
el distrito judicial de Lima Norte. 
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